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Cuando en Julio de 1919 un movimiento militar puso 
término al Gobierno constitucional del señor don José 
Pardo, la política del Perú con respecto al problema del 
Pacífico estaba perfectamente definida. Someter a la 
organización jurídica en vías de formarse, o sea, a la 
Liga de las Naciones, el estudio y la solución de nues- 
tra controversia con Chile, constituía el pensamiento 
único de gobernantes y gobernados. Y esta orientación 
había echado tan hondas raíces en el espíritu nacional, 
reflejaba de tal manera el sentimiento público, que los 
hombres del nuevo régimen, no obstante su afán de ex- 
hibirse en todo sentido como innovadores y revoluciona- 
rios, también hubieron de proclamar en lenguaje inequí- 
voco su propósito de continuar la gestión diplomática ya 
iniciada por la Cancillería, tendiente a asegurar el re- 
conocimiento de nuestros derechos por una institución 
de justicia internacional. El Ministro de Relaciones Ex- 
teriores, señor Porras, en circular dirigida a los Repre- 
sentantes del Perú en el extrangero con fecha 13 de 
Diciembre de 1919, expresaba la esperanza de que "la 
Liga de las Naciones pusiera término al más grave pro- 
blema internacional de Sud América"; y la Asamblea 
Constituyente al tiempo de clausurarse, el 27 de ese mis- 
mo mes, aprobaba una moción destinada a recomendar al 
Ejecutivo "todo empeño para que la Liga de las Nacio- 
nes y la acción de las potencias que se interesen por 
la justicia, amparen las justas, legítimas e imprescripti- 



— 2 — 

bles reivindicaciones del Perú." Con entonación decla- 
matoria que parecía traducir el calor de una intima con- 
vicción, el Presidente del Congreso en aquella sesión fa- 
mosa decía a los constituyentes : "La Liga de las Na- 
ciones que vosotros aprobasteis palpitantes de emoción, 
secundada por el patriotismo popular, libre de las trabas 
que le puso la "oligarquía" — a la que sirvió devotamen- 
te el señor Cornejo hasta que el Presidente Pardo, en 
cumplimiento de sus deberes para con el país, se negó 
a nombrarlo como Ministro en Francia — resolverá, no 
lo dudéis, el problema internacional". 

Estas declaraciones de ardoroso patriotismo no se con- 
formaban, sin embargo, con la realidad. El Gobierno que 
derrocó el señor Leguía se había preocupado, como era 
natural, de prestigiar la causa del Perú mediante una ac- 
tiva e inteligente propaganda en el exterior; acababa 
de proveer nuestras principales Legaciones con el per- 
sonal más capacitado de que podía disponerse, sin aten- 
der a otra consideración que a la del interés público; y 
tenía encomendada la preparación de nuestra defensa 
ante la Liga de las Naciones a personalidades cuyo talen- 
to y cultura son motivo de orgullo legítimo para el 
país : los señores Isaac Alzamora, Víctor M. Maúrtua y 
Francisco García Calderón. 

Apenas habían transcurrido pocas horas de inaugura- 
do el régimen que se dio en llamar de la "Patria Nueva" 
cuando el odio personal y la pasión desbordada produ- 
cían un temerario decreto de destitución del Dr. Maúrtua 
como Plenipotenciario en Holanda y Delegado ante la 
Liga. Ni los servicios prestados por Maúrtua a la Pa- 
tria en la defensa de sus más caros derechos, ni siquiera 
la consideración del deleite que habría de ocasionar en 
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Chile el ver humillado por el propio gobierno peruano 
al más inteligente y brillante de los denunciadores de la 
conquista chilena, tuvieron eficacia para contener los 
impulsos innobles del rencor y la envidia. Nuestra re- 
presentación ante la Liga de las Naciones quedó priva- 
da, así, de un concurso valiosísimo y los nuevos directores 
de la función pública en el Perú se dieron el raro placer 
de acreditar con qué mezquino criterio contemplaban el 
interés supremo del país. No pasó mucho tiempo 
sin que el Dr. Alzamora resignara los cargos de Ministro 
en Inglaterra y Delegado ante la Liga con los cuales ha- 
bía sido investido por el Gobierno anterior, y meses des- 
pués, Francisco García Calderón renunciaba también, por 
razones que son del dominio público, la Plenipotencia en 
Bélgica que llevaba anexa aquella representación. La 
custodia de los intereses del Perú en Europa, en momen- 
to de excepcional trascendencia para la República, resul- 
taba confiada exclusivamente al nuevo Ministro en Pa- 
rís señor Mariano H. Cornejo. Un sentimiento de huma- 
na piedad impide que nos detengamos a considerar cuan 
graves peligros implicaba este hecho. 

Larga y penosa sería la tarea de analizar los móviles 
con que el señor Leguía atendió entonces — como sigue 
atendiendo ahora — a la provisión de nuestra representa- 
ción diplomática en el extrangero para demostrar el nin- 
gún empeño que tuvo en enaltecer nuestra posición in- 
ternacional en vísperas de la reunión de la Sociedad de 
las Naciones. Es ello, por otra parte, absolutamente in- 
necesario, desde que el origen mismo de su gobierno nos 
ofrece prueba plena del profundo desdén que el señor 
Leguía siente por la suerte de la tierra generosa que 
alimientó su existencia y la de sus mayores. 
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Faltaban sólo seis meses para que tuviese lugar la pri- 
mera sesión del Consejo Supremo de la Liga de las Na- 
ciones, ante el cual debíamos presentar nuestra deman- 
da contra Chile, cuando el señor Augusto B. Leguía, que 
en varios años de permanencia en Londres había sido tes- 
tigo del enorme daño que al nombre del Perú le causan 
las revoluciones, organiza y preside el golpe de Estado 
más cobarde, m^s ignominioso y más infame que regis- 
tra la Historia Nacional. Frente al enemigo, que se 
apresta a la lucha para defender sus conquistas, el señor 
Leguía incurre en la doble traición de alterar el orden 
público de su Patria robusteciendo el eterno argumento 
chileno de nuestra desorganización y nuestra anarquía, 
y de incitar a los miembros del Ejército — la institución 
que todo ciudadano digno de tal nombre debe sincera- 
mente venerar — a la violación de los principios sagra- 
dos de lealtad, disciplina y honor. 

Es cierto que el señor Leguía y sus cómplices han tra- 
tado de cohonestar estos horrendos delitos, arguyendo 
que el gobierno del señor Pardo tramaba una conspira- 
ción para impedir la renovación legal del Poder. No se 
ha ofrecido, sin embargo, hasta hoy una sola prueba que 
tal intención revele, ni podrá responderse jamás a esta 
sencilla interrogación que fluye naturalmente de los la- 
bios de cualquier observador: Si — como los hechos lo 
han corroborado — el señor Leguía contaba con la adhe- 
sión de las fuerzas militares que le aseguraban el res- 
peto absoluto a su derecho de candidato victorioso ¿por- 
qué no esperó para usar de su influencia en el Ejército 
que se consumase el atentado cuya tenebrosa gestación 
imputa al régimen caído ? Es indudable que si en su alma 
latieran sentimientos patrióticos, también el señor Le- 
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guía se habria hecho idéntica pregunta y no llevaría hoy 
sobre sus hombros la aplastante responsabilidad histó- 
rica de haber conducido al Perú, en una de las horas más 
graves de su vida internacional, a la picota del descrédi- 
to y el escarnio. 

Los frutos de esta oscura política no tardaron en pro- 
ducirse. Por efecto de la revolución de Julio, el Perú vivió 
por 45 días fuera de la comunidad internacional de los 
pueblos civilizados, privado de toda relación diplomática 
con el mundo exterior, y durante este triste período, los 
agentes de la Cancillería de la Moneda pudieron inten- 
sificar impunemente su artera propaganda de hostilidad 
a nuestro país. Que su acción tuvo la más alta eficacia, 
lo evidencia el hecho elocuentísimo y profundamente do- 
loroso para el patriotismo, de que al inaugurarse en Gi- 
nebra la Primera Asamblea de la Liga de las Naciones, 
el Perú que había sido una de las "potencias asociadas" 
en la guerra, y por lo tanto signatario del Tratado de 
Versalles, no mereciese distinción alguna, y que, en cam- 
bio, Chile, el más genuino representante del prusianismo 
en América, recibiera en la persona del Jefe de su Dele- 
gación señor Antonio Huneus, el insigne honor de la Pre- 
sidencia de la Comisión de Admisión de nuevos Estados. 
En el corto plazo de un año y por obra de la maldad y 
la inconciencia, habíamos perdido lastimosamente la ven- 
tajosa posición internacional conquistada mediante nues- 
tra adhesión a la causa de los países aliados. 

Quiso el Destino, como si debiéramos expiar cruelmen- 
te nuestros errores y nuestros extravíos, que una vez 
más tuviéramos que sufrir la postergación en el cum- 
plimiento del anhelo nacional, al parecer ya próximo a 
realizarse, de la reincorporación al suelo patrio de los 
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territorios irredentos. Por razones absolutamente age- 
nas a nuestra acción e influencia, la Liga de las Naciones 
no ha llegado a ser el instrumento definitivo de justicia 
internacional que proyectara Wilson. La mayoría re- 
publicana del Senado americano, en la sesión memora- 
ble del 19 de Noviembre de 1919, devolvió al Ejecutivo, 
sin sancionarlo, el tratado de Versalles, y la Liga, privada 
del concurso de los Estados Unidos, hoy la nación más 
poderosa y más rica, dista mucho de constituir el supre- 
mo órgano de ordenación jurídica del mundo. Dentro de 
esta situación creada, es claro que no podíamos abrigar 
ya la certeza de que la Asamblea de Ginebra compeliese 
a Chile a someter sus diferencias con el Perú a una solu- 
ción de justicia; pero pudimos y debimos, sí, aprovechar 
sin vacilación del escenario altísimo que esa institución 
nos ofrecía para denunciar ante el mundo, representado 
allí por 41 países, la política imperialista chilena. Y no se 
diga que los resultados de aquella acción habrían sido 
meramente ilusorios, porque planteada y sostenida ante 
la Liga la demanda del Perú no le habría sido posible 
a Chile impedir que la Asamblea se pronunciase sobre 
ella, como no pudo evitar que conociera de la pe- 
tición de Bolivia en sesión del 28 de Septiembre de 
1921. Es cierto que en esta oportunidad y de acuerdo 
con los términos del dictamen suscrito por los delegados 
de Italia, Países Bajos y Costa Rica, fué desestimada la 
solicitud boliviana por cuanto la Sociedad de las Nacio- 
nes consideró que el estado de cosas existente en el mo- 
mento de la celebración del tratado Bello Codecido- 
Gutiérrez de 1904, "no había sufrido cambios morales o 
materiales de tal naturaleza que la aplicación del trata- 
do hubiese cesado de ser razonablemente posible. . ." pero. 
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precisamente, este argumento que tiene su apoyo en el 
artículo 19° del Pacto de la Liga, hacía indeclinable la 
jurisdicción de la Asamblea en el caso del Perú, desde 
que ningún sofisma habría podido encubrir la inaplica- 
bilidad actual de la cláusula 3*. del Tratado de Ancón. 
Las dos situaciones eran, pues, distintas y en cierto modo 
opuestas : Bolivia se presentaba invocando la nulidad de 
un tratado que, en plena paz, había ajustado 17 años antes 
y que en sus cláusulas fundamentales estaba cumplido; 
el Perú pudo y debió exhibir la condición irregular y anó- 
mala en que se encuentran dos de susprovincias,como con- 
secuencia de la violación ininterrumpida que Chile ha he- 
cho del Tratado de Ancón, y de la imposibilidad que sus 
actos sistemáticos de fuerza han creado para larealización 
del plebiscito. Ante semejante actitud por parte de los de- 
legados peruanos, la posición de Chile habría sido verda- 
deramente comprometida y su derrota moral ineludible. 
Pero para el Gobierno del señor Leguía, que carece de 
fé en la evolución lenta pero inexorable de la justicia, 
los triunfos morales nada valen ni nada significan. He 
allí porqué no supimos hacer uso de la gran ocasión que 
se nos presentaba para fulminar desde la tribuna de la 
Liga de las Naciones — la más elevada agencia de paz con 
que hoy cuenta la humanidad, apesar de todas sus imper- 
fecciones y deficiencias — los designios del imperia- 
lismo en América, y he allí porqué la causa del Perú, 
en vez de merecer solemne consagración de la sociedad 
civilizada de los pueblos, hubo de sufrir entonces la hu- 
millación consiguiente al bochornoso retiro de la de- 
manda. 

La diplomacia del señor Leguía es no solamente cul- 
pable de ese fracaso, sino que tiene en su Debe la enor- 
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me, la inaudita, la insuperable responsabilidad de haber 
variado la orientación de nuestra Cancillería proclaman- 
do la conveniencia de una solución dictada por el Go- 
bierno de los Estados Unidos. Han transcurrido casi tres 
años desde que el señor Leguía hizo sus primeras decla- 
raciones en este sentido al corresponsal de "La Nación" 
de Buenos Aires, y aún no llegamos a concebir con qué 
elementos mentales construyó su teoría. 

El anhelo, la aspiración nacional se había manifestado 
vigorosamente, como no podía dejar de ser, en el sentido 
de una decisión de "estricto derecho" para nuestras di- 
ferencias con Chile, y ni los antecedentes históricos ni las 
circunstancias del momento, podían ofrecernos la garan- 
tía de que solución de esa naturaleza habría de obtenerse 
del Gobierno de Washington. 

En primer lugar, no debieron olvidar los gestores de 
nuestra nueva política internacional, que la tradición de 
la diplomacia americana con respecto al problema del 
Pacífico, sólo accidentalmente hubo de sernos favorable. 
Si evocamos las mediaciones de 1880 y 1883, no podremos 
dejar de recordar con dolor que los Estados Unidos (ha- 
ciendo naturalmente honrosa excepción de la época en 
la cual Blaine estuvo a cargo de la Secretaría de Esta- 
do) autorizaron la introdución de la conquista en terri- 
torio de América y que la infame conducta de Logan, al 
servicio de Chile, contribuyó más que ninguna otra cosa 
a que tuviéramos que resignarnos a firmar las durísimas 
e injustas condiciones del Tratado de Paz. En la histó- 
rica carta que Don Francisco García Calderón dirigió de 
Rancagua con fecha 21 de Diciembre de 1883 a dicho 
Plenipotenciario americano, encontramos el siguiente 
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párrafo que arroja plena luz sobre la realidad angustiosa 
del momento : 

"Asi es que en definitiva: si V. E. y el señor Ministro 
*de Relaciones Exteriores, al decir que la paz se ha re- 
*tardado por mi culpa, se refieren a la paz que se ha 
^pactado y se trata de legalizar, declaro y confieso que 
*dicen la verdad. Pero si aluden a una paz como la que 
*he pretendido y todavía defiendo: paz justa y equitati- 
va, que no ataque la honra del Perú y que asegure el 
*futuro de los tres beligerantes; entonces digo y sosten- 
'go que si esa paz no se ha hecho, y si por esa causa 
*el porvenir es oscuro, de tan desgraciado acontecimien- 
*to son responsables, este Gobierno que ha preferido los 
'efímeros laudos del momento al severo fallo de la pos- 
'teridad, y V, E. y su Gobierno que excluyendo de la mediación 
''a los gobiernos europeos, no han sabido o no han querido hacer 
** eficaz la que ofrecieron a las potencias beligerantes" 

Años más tarde, el Gobierno de los Estados Unidos, con 
motivo de la reunión del Congreso de Méjico de 
1901, hubo de ofrecer nueva prueba de la indiferen- 
cia con que escuchaba el clamor de justicia del Perú. 
El presidente Roosevelt en sus instrucciones a los dele- 
gados ante esta Conferencia les ordenaba guardar la más 
estricta neutralidad en las cuestiones surgidas entre el 
Perú y Chile, y en lo tocante al arbitraje obligatorio, en el 
cual nuestro país ponía toda su esperanza de asegurar 
la liquidación conforme a derecho del problema del Pa- 
cífico, el gobierno americano inclinaba la balanza en fa- 
vor de los intereses chilenos. Nuestra delegación en di- 
cha Asamblea compuesta por los señores Isaac Alzamora, 
Alberto Elmore y Manuel Alvarez Calderón, al dar cuen- 
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rio de Relaciones Exteriores : 
"La decepción más seria la sufrieron los representantes 
del Perú y los de otros países que sostienen la misma 
causa, cuando supieron la resolución que el Gobierno 
de los Estados Unidos de América había tomado de 
abandonar el principio del arbitraje obligatorio; es de- 
cir, la base fundamental de la convocatoria de ésta y de 
la anterior conferencia pan-americana. . ." — "El cambio 
de política de los Estados Unidos produjo, pues, una 
revolución en el seno de la Conferencia." 

Análoga actitud asumió el Departamento de Estado 
cuando en 1906 se preparaba en Washington el programa 
del Tercero Congreso Internacional de Río de Janeiro, y 
a su iniciativa se debió el que la acción de este certamen, 
en lo que respecta al arbitraje, quedara reducida a una 
simple recomendación para procurar la celebración de 
una convención general en la 2*. Conferencia de la Haya. 

Posteriormente, cada vez que han sobrevenido crisis 
agudas en las relaciones del Perú y Chile, el Gobierno 
americano ha manifestado su interés por la conserva- 
ción de la paz en el continente ; pero no sabemos de nin- 
guna oportunidad en la cual haya revelado un pensamien- 
to concorde con el de la solución jurídica de la cuestión 
del Pacífico. 

No justificaba, por otra parte, el actual momento po- 
lítico de los Estados Unidos, la más lejana ilusión de que 
fórmulas de riguroso derecho fueran a ser aplicadas por 
el Gobierno de Hárding como medio de liquidar dife- 
rencias internacionales. Se atraviesa en las altas esferas 
de este país por una hora de acentuada reacción contra 
el idealismo constructivo de Wilson, y la política exter- 
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na del régimen se caracteriza por su adhesión al sistema 
de los arreglos y las transacciones diplomáticas, y nó, 
como la del precedente, por el afán de crear normas per- 
manentes de justicia entre las Naciones. Todos los pactos 
ajustados durante la Conferencia de Limitación de Ar- 
mamentos de Noviembre de 1921 confirman ampliamen- 
te este aserto: Tanto el Tratado de las Cuatro Poten- 
cias (Estados Unidos, Inglaterra, Francia y Japón) rela- 
tivo a sus posesiones en el Pacífico, como el Convenio so- 
bre reducción de armamentos navales, y los principios 
adoptados acerca de la integridad territorial de la China 
y sus tarifas aduaneras, responden al concepto de con- 
ciliación y armonía de intereses rivales, mas no a la su- 
bordinación de éstos a un postulado superior de derecho. 

Por el doble orden de consideraciones apuntadas, re- 
sultaba, pues, extrañamente insensata la nueva orienta- 
ción internacional del señor Leguía. Así lo declaraba 
con honrada convicción el señor José Pardo en carta que 
escribió al ex-Canciller Porras en Noviembre de 1919, 
y así también debe haberlo conceptuado uno de los más 
hábiles y nobles defensores que ha tenido el Perú duran- 
te su larga controversia con Chile, el distinguido escritor 
venezolano señor Jacinto López, cuando al tener cono- 
cimiento de nuestra concurrencia a Washington expre- 
saba en cablegrama dirigido al Ministro de Relaciones 
Exteriores, la conveniencia de someter el asunto a la de- 
cisión de la Corte Permanente de Justicia Internacional. 

Pero, seguramente, el señor Leguía había oído contar 
al señor Porras que un diplomático acreditado en Lima 
solía decir "que el Perú con el único vecino que está 
en paz es con el Océano Pacífico", y este juicio deja tam- 
bién en el espíritu del mandatario huella tan profunda, 
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que no satisfecho con haber liquidado de modo temera- 
rio otras cuestiones territoriales, resuelve, en armonia 
con su canciller, "que el Perú no puede esperar que se 
prolongue la actual situación con Chile". Y como el úni- 
co país que por razón de su poder estaba en aptitud de 
inducir a nuestro vecino del Sur a arreglar sus diferen- 
cias con el Perú, eran los Estados Unidos, el señor Le- 
guía no economiza esfuerzo para provocar este resul- 
tado. De allí su nueva política, y de allí, igualmente, el 
origen remoto de las Conferencias de Washington. En 
vano había esperado paciente el Perú por cerca de 30 
años la solución jurídica de la cuestión del Pacífico; en 
vano había convertido esta aspiración en supremo ideal 
nacional, y había soportado con estoicismo heroico todas 
las brutalidades y todas las vejaciones de la Conquista. 
En un instante de demencia inaudita, sus actuales gober- 
nantes, insensibles al acicate de superiores sentimientos 
morales, ialtos de f é en el porvenir de su pueblo y en el 
triunfo final de la justicia, deciden arriar la bandera del 
Derecho que la Nación siempre proclamara, y a sabiendas 
de que la intervención americana significaba para el país 
la transacción de lo que es por su naturaleza intransigi- 
ble, proponen y pactan por adelantado la sujeción a la 
voluntad de Washington. 

Paralelamente, el Gobierno de Lima se dedica a la afano- 
sa tarea de formar en la opinión pública la certitumbre de 
que la recuperación de los territorios detentados por 
Chile vamos a alcanzarla mediante la gestión de los Es- 
tados Unidos, y como si no fueran suficientemente au- 
torizadas las declaraciones de la prensa oficial en este 
orden, el propio Presidente de la República aprovecha de 
toda coyuntura para anunciar al pueblo congregado bajo 
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los balcones de Palacio, con ocasión de un "meeting" 
patriótico o político, que "está cercana la hora de la rei- 
vindicación total de nuestros derechos territoriales". Es 
la política que podríamos calificar con toda propiedad 
con el nombre de "política del bluff", política de mistifi- 
cación y de engaño, cuyos menguados designios pertene- 
cen al campo del interés partidarista, y que, por ventura 
del Perú, solo son capaces de ejercitar las gentes que 
hoy dirigen transitoriamente sus destinos, bajo la doble 
obsesión perturbadora de la pasión y los apetitos perso- 
nales. Quienes desde aquí hemos seguido paso a paso 
la acción de la Secretaría de Estado Americana en co- 
nección con el problema del Pacífico, tenemos sobrado 
derecho para denunciar ante el país como antipatriótica 
y torpe la gestión del señor Leguía, que tanto ha con- 
tribuido a servir sus ansias ilimitadas de predominio po- 
lítico, pero que tan grave e irreparable daño va a cau- 
sarle a la Nación. 

Las Conferencias de Washington 

A mediados de Diciembre último recibió nuestra Can- 
cillería una nota cablegráfica del Ministro de Relaciones 
Exteriores, de Chile, señor Barros Jarpa, en la cual la in- 
vitaba para discutir las bases del plebiscito previsto por 
la cláusula 3*. del Tratado de Ancón, tomando como pun- 
to de partida el cambio de ideas habido entre los Gobier- 
nos de Lima y Santiago en Noviembre de 1912. A esta 
comunicación siguieron otras de ambas Cancillerías, pe- 
ro, como era de esperar, no fué posible llegar a una in- 
teligencia, toda vez que el Gobierno de Chile mantuvo 
el absurdo de que las negociaciones por realizarse debían 
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quedar circunscritas a las modalidades del plebiscito que, 
después de expulsada la población peruana de Tacna y 
Arica, resulta de imposible ejecución. En el curso de 
esta gestión diplomática se producen dos declaraciones 
por parte del Gobierno del Perú, sobre las cuales desea- 
mos llamar especialmente la atención : Es la una, la re- 
lativa a la sugestión que se hace a Chile para someter 
íntegra la cuestión del Sur Pacífico a un arbitraje "a ini- 
ciativa del Gobierno de los Estados Unidos de América" ; 
y es la otra, la que "deja bien definida la política del 
Perú en sus relaciones con Chile" estableciendo que han 
sido violados por éste los artículos 1®. 3°. y lO^. del Tra- 
tado de Paz. Corroborando este concepto, la última nota 
de nuestro Ministro de Relaciones Exteriores al señor 
Barros Jarpa, dice literalmente : "Mi Gobierno no preten- 
de que ahora se sometan a arbitraje los resultados.de la 
Guerra del Pacífico que terminó hace más de treintisiete 
años ; lo que reclamamos es justo y sencillo : que se re- 
suelvan arbitralmente las infracciones cometidas por Chi- 
le del Tratado que impuso por medio de la fuerza y que 
resulta ejecutado sólo por el Perú". — Consta, por con- 
siguiente, que en Diciembre de 1921 la Cancillería del 
Perú proclamaba que el tratado de Ancón había sido vio- 
lado en varias de sus cláusulas, y sostenía que estas in- 
fracciones debían ser resueltas por arbitraje. 

Fracasadas las negociaciones cablegráficas de que ha- 
cemos mención, los Gobiernos de Lima y Santiago reci- 
bieron simultáneamente la insinuación del Presidente 
Harding para acreditar representantes en Washington 
con el objeto de arreglar directamente o por arbitraje 
las dificultades existentes entre los dos países "sobre las 
disposiciones no cumplidas del Tratado de Ancón". A 
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esta invitación respondió en sentido afirmativo nuestra 
Cancillería estableciendo "que — si ello fuese necesario — 
sea un arbitraje ajustado por el Gobierno de los Esta- 
dos Unidos el que decida, en último término, todas las 
diferencias provenientes del Tratado de Ancón." 

No creemos sinceramente que dentro de los términos 
de la invitación del Presidente Harding y de la nota- 
aceptación del Gobierno de Lima, cabía el planteamiento 
de la nulidad total del Tratado de Paz por parte de nues- 
tros delegados en Washington. Por el contrario, afir- 
mamos que la Cancillería del Perú admitió públicamente 
la vigencia de aquel pacto, desde el momento en que con- 
vino ante el Gobierno de los Estados Unidos "en que la 
controversia largo tiempo pendiente entre el Perú y Chi- 
le — y a la cual se había referido la reciente negociación 
llevada a cabo por telégrafo — versaba "sobre las dispo- 
siciones no cumplidas del Tratado de Ancón". Y decimos 
que convino en tal principio, porque de otro modo al re- 
dactar su respuesta al Gobierno americano habría hecho 
expresa reserva del derecho que se atribuía el Perú de 
considerar nulo el tratado impuesto y violado por Chile. 
Esta es la verdad que reflejan el tenor y el espíritu de la 
comunicación pasada por el ministerio de Relaciones Ex- 
teriores al Encargado de Negocios de los Estados Uni- 
dos de América en Lima, señor Stirling, con fecha 19 
de Enero del presente año. 

Apenas puede concebirse, sin embargo, que los hom- 
bres que hoy dirigen nuestra política internacional hayan 
sido capaces de armonizar con lá tesis de la vigencia del 
Tratado de Ancón, si se recuerda que ellos fueron los 
más ardorosos y entusiastas paladines de aquella teoría 
extrema, y que, antes de llegar al Podei* y durante el 
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tiempo que creyeron necesario el apoyo popular para 
consolidarse en él, hicieron descansar toda su plataforma 
política sobre la base de la demanda de Tacna, Arica y 
Tarapacá, esto es, de la nulidad de dicho Tratado. No 
obstante su inverosimilitud, la realidad se ha encargado 
de descubrir que en el pensamiento de aquellos que tra- 
taron de encauzar las corrientes de opinión hacia el ideal 
de la reivindicación integral de nuestros territorios usur- 
pados por Chile, no existió jamás un elemento de con- 
vicción sincera, y el país debe haberse estremecido de 
horror al constatar que se halla gobernado por individuos 
irresponsables, por vulgares mercaderes de la política, 
a quienes la ambición del poder y del lucro ha secado to- 
da fuente de patriotismo y honor. Aún vibra el eco de 
la voz del señor Leguía haciendo solemne promesa de 
exigir para la República la totalidad de las provincias que 
le arrebatara la conquista en 1879, y ya vemos estam- 
pada su firma en una carta en la cual se trata de "poner 
coto" a manifestaciones patrióticas de^a juventud uni- 
versitaria que pedía se planteara en Washington la nu- 
lidad del Tratado de Paz. ¿Cómo explicarse esta dupli- 
cidad de criterio en asunto de tanta importancia ? ¿ Cómo 
juzgar de los apóstoles de ayer, convertidos hoy en rene- 
gados de su propia doctrina? No hay fatalmente medio 
de atenuar siquiera las oscuras sombras que proyecta 
este cuadro de apostasía y miseria. La suerte del Perú 
se halla en la actualidad a merced de gentes tan despro- 
vistas de conciencia, que hasta el crimen toma carta de 
naturaleza como método regular de gobierno. Porque 
es crimen y el más grande que puede cometer un ciuda- 
dano, transformar los altos ideales nacionales que se 
relacionan con los derechos soberanos del país, en ma- 
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teria de especulación y tráfico politices. Al señor Au- 
gusto B. Leguía, que tan admirablemente encarna esta 
hora de degradación y de vileza en la vida pública del 
Perú, acompañará siempre el profundo desprecio de los 
peruanos que sabemos guardar el culto de la Patria y 
nos sentimos incapaces de la explotación de sus anhelos 
y sus desventuras. 

Por supuesto, descontamos la argumentación de los 
áulicos del Gobierno de Lima para quienes el Perú no 
podía modificar libremente los términos de la invitación 
del Presidente Harding. Semejante manera de razonar 
no resiste el menor análisis, y detenerse a refutarla im- 
plicaría el poner en duda el derecho inalienable que tie- 
ne todo Estado, grande o pequeño, para discutir y resol- 
ver con entera independencia los asuntos que le afectan. 
Sin embargo, si trasladamos la cuestión del terreno del 
Derecho estricto, al campo puramente moral, tendremos 
que convenir en que efectivanuente al señor Leguía le es- 
taba vedado el hacer la reserva de la nulidad del Tratado 
de Ancón, al aceptar la invitación del Presidente de los 
Estados Unidos, por una consideración que hasta hoy el 
país ignora a causa de que la Administración ha cuidado 
celosamente de sustraerla al conocimiento público. En 
Octubre de 1921 la Cancillería del Perú hizo una gestión 
cerca del Departamento de Estado americano para que 
interviniese amistosamente a fin de obtener la solución 
del problema del Pacífico, y entonces manifestó su vo- 
luntad de abandonar la tesis de la nulidad del tratado, a 
cambio de asegurar dicha intervención. Así se explica 
que el Gobierno de Chile, contrario a todo base de acuer- 
do que no reposara sobre el reconocimiento de la validez 
del tratado, se manifestase llano en Diciembre p. pdo. a 
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deferir al deseo de la Cancillería peruana de colocar el 
asunto, en cierto modo, bajo el patrocinio del Gobierno 
americano, mediante la traslación de la sede de las ges- 
tiones de arreglo a la capital de los Estados Unidos. Este 
antecedente, del que en el curso de las negociaciones de 
Washington hizo mérito en alguna oportunidad el Secre- 
tario Hughes, hubo de servir de primer fundamento a las 
Conferencias que se iniciaron el 15 de Mayo. Por con- 
siguiente, el Gobierno del Perú, por propia y libre acción, 
fijó el marco de aquella^s Conferencias dentro de la vi- 
gencia del tratado, desautorizando así sus declaraciones 
anteriores acerca de la nulidad del mismo. 

Inauguradas las Conferencias en la fecha indicada (15 
de Mayo) el más absoluto secreto envuelve sus sesiones 
y sólo el 27 de Mayo vienen a ser conocidas por el pú- 
blico las respectivas posiciones de los delegados de Chile 
y el Perú. Esta política de reserva acerca de los debates 
habidos se ha mantenido con tal severidad, que hasta 
las actas de las sesiones que se anunció serían entrega- 
das a la prensa tan pronto como terminasen las Conferen- 
cias, no han merecido hasta hoy los honores de la pu- 
blicidad. 

Nadie podrá acertar a explicarse el propósito de nues- 
tro gobierno y nuestros delegados al convenir, en in- 
terés de Chile, en que la cuestión que más vitalmente 
nos afecta y que más de verdad preocupa a la América 
meridional, fuese discutida en un ambiente de misterio, 
en vez de ser presentada en toda su desnudez a la luz 
de la razón y la conciencia universales. Hoy más que nun- 
ca que el espíritu humano se orienta hacia fórmulas de 
paz, basadas en la justicia, convenía a nuestro derecho 
que la iniquidad de que hemos sido víctimas por parte 
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de Chile durante más de cuarenta años, fuera a herir 
el alma de todos los hombres de bien y para ello no era 
necesario .que tornáramos la mesa de las Conferencias 
en Campo de Agramante, ni que desnaturalizáramos el 
objetivo de la invitación americana con acusaciones y 
reproches ingratos. Habría bastado que expusiéramos 
serenamente, pero sin eufemismos, la causa del Perú y 
que reclamáramos para ella una solución de orden ju- 
rídico. No lo creyeron así, sin duda, los gestores de 
nuestra diplomacia, y las Conferencias de Washington 
han trascurrido en medio de general indiferencia. Las 
consecuencias de este error muy pronto han de dejarse 
sentir en perjuicio del Perú. Quizás en ninguna otra de- 
mocracia de la tierra la acción de la opinión pública es 
más poderosa que en este país "del gobierno del pueblo, 
por el pueblo, y para el pueblo" y es evidente que su con- 
curso habría sido el mejor aliado que pudiera haber tenido 
nuestro país para anular toda influencia de Chile en las es- 
feras oficiales de Washington. Nada de esto se ha tenido en 
mira, y el público de los EstadosTJnidos ignora de tal modo 
la esencia y características de la Cuestión del Pacífico, 
que periódicos de tanta importancia como "The New 
York Times" expresaba hace pocos días (Julio 23) la 
idea de que el Perú podía mostrarse satisfecho de la so- 
lución alcanzada por cuanto tenía "escasas esperanzas 
que abrigar en una apelación al último recurso" y el 28 
de este mismo mes el órgano autorizado de Wall Street, 
"The Journal of Commerce" decía en sus columnas edi- 
toriales que "como Chile ha ocupado Tacna y Arica por 
"40 años y estas provincias están probablemente pobladas 
"por chilenos, una restauración territorial es difícilmente 
"practicable; pero que Chile podría estar dispuesto a ha- 
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"cer un arreglo monetario, y que la sustancial "consola- 
*'tion cup" (copa del consuelo) que recientemente fué pre- 
"sentada por los Estados Unidos a Colombia por su par- 
"ticipación en la creación de la República de Panamá, 
**podía servir de precedente." 

Pero el régimen actualmente imperante en el Perú 
no solo autorizó que se condujeran las recientes nego- 
ciaciones de Washington en la forma absurda que de- 
jamos comentada, sino que ha incurrido en grave respon- 
sabilidad por descuidar la propaganda de los derechos e 
intereses de la Nación en el exterior. Desde Diciembre 
último en que se cruzaron las notas cablegráficas entre 
el Canciller Barros Jarpa y nuestro Ministro de Relacio- 
nes Exteriores hasta poco antes de comenzadas las Con- 
ferencias que iniciara el Presidente Harding, la acción 
de los agentes y periodistas chilenos en este país ha sido 
incesante, y numerosos diarios y magazines han publi- 
cado artículos contrarios a la verdad histórica y al cré- 
dito de nuestro país. El gobierno peruano ha permaneci- 
do indiferente ante esta campaña, y sabemos que el Pre- 
sidente de la República trató de excusar alguna vez su 
inacción en este orden con el consabido pretexto de la 
^'estrechez de fondos fiscales". Rubor debió haber sen- 
tido el señor Leguía al pretender encubrir con tan pobre 
argumento omisiones indisculpables, y al recordar que 
los dineros que en su concepto son escasos para defender 
el nombre del país fuera, resultan, sin embargo, abun- 
dantes cuando se trata de alimentar a multitud de pará- 
sitos que por años enteros han vivido paseando las calles 
de New York, y succionando temerariamente, a través del 
Consulado General, la riqueza del Estado, por centenares 
de miles de dólares. 
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Como decíamos más arriba, hasta el 27 de Mayo no 
llegaron a conocerse con precisión las posiciones en que 
se habían colocado los representantes del Perú y Chile, 
las cuales quedaron sintetizadas en las propuestas que 
la delegación chilena presentó para establecer las reglas 
y formalidades del plebiscito, y en las siguientes contra- 
propuestas de los delegados peruanos : 

1°. — Que Tacna y Arica sean entregados al Perú sin 
plebiscito, desde que han trascurrido 28 años de la fecha 
fijada por el tratado de Ancón para la realización de és- 
te, y hay motivo para creer que en dicha fecha original- 
mente fijada (1894) la votación popular habría sido fa- 
vorable al Perú; 

2**. — Que el arbitro (el Gobierno de los Estados Uni- 
dos de América) decida si en las presentes circunstancias 
debe o nó tener lugar el plebiscito. — Si el arbitro deci- 
diera en sentido negativo, entonces establecería a cual 
de los dos países pertenecían las provincias en disputa. 
Si decidiera en favor del plebiscito, establecería las con- 
diciones para llevarlo a cabo. (1) 

No podemos abstenernos de calificar como desdichada 
la forma en que planteó el señor Porras la primera de- 
manda del Perú. Es indudable que de haberse realizado 
el plebiscito en Tacna y Arica el 28 de Marzo de 1894, 
sus resultados habrían sido abrumadoramente favorables 
al Perú ; pero no es exacto que el derecho que tenemos 
para reclamar la entrega inmediata e incondicional de 
nuestras provincias, emane de las posibilidades de un ple- 
biscito virtual. Admitir esta tesis implicaría aceptar que 
el Tratado de Ancón dejó en una especie de situación 



(1) Estas contrapropuestas fueron publicadas en los términos trascritos 
por "The New York Times" el 29 de mayo de 1922. 
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res nullius es decir, sin dueño, los territorios de Tacna y 
Arica y desconocer, por lo tanto, el hecho cierto e incon- 
trovertible de que el Perú fué en todo instante y sigue 
siendo el soberano de aquellas provincias. Nuestro título 
sobre los territorios situados al Norte de Camarones pro- 
viene de la letra y espíritu del artículo 3**. del Tratado de 
Paz que establece que Chile continuará por diez años 
(contados a partir de 1884) en la "posesión" de Tacna y 
Arica, y que un plebiscito a realizarse a la expiración de 
aquel plazo, decidirá si las provincias quedan definitiva- 
mente bajo el dominio y soberanía de Chile o si "conti- 
núan" siendo parte del territorio peruano. 

La redacción del artículo citado no deja lugar a duda 
en cuanto a su interpretación, y el pensamiento que ins- 
piró a sus negociadores lo encontramos claramente ex- 
presado en numerosos documentos de origen chileno. 

El señor Luis Aldunate, Ministro de Relaciones Exte- 
riores de Chile en 1884, al dar cuenta al Congreso de su 
país de las negociaciones que condujeron a la firma del 
Tratado de Ancón, decía textualmente : 

"Con inquebrantable tenacidad, los negociadores pe- 
ruanos eliminaron, ante todo, la idea de dejar esos terri- 
torios (Tacna y Arica) en poder de Chile, y en calidad de 
prenda, hasta el pago efectivo de la indemnización pe- 
cuniaria de 20 millones que se les exigía. 

"Con más firme resolución todavía rechazaron in limine 
la idea de venta de esos territorios a Chile. 

"No era que los negociadores peruanos vinculasen su 
obstinada negativa a propósitos utilitarios, ni de lustre 
o vanidad personal. Decíanse dispuestos, por la inversa, 
a todo linaje de sacrificios de los intereses de su país, 
y su propio nombre y responsabilidad en la historia de 
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su patria. Pero, en sus anhelos por la paz, no querían 
hacer obra que nos alejase en vez de acercarnos a ella, 
y abrigaban la perfecta certidumbre de que no habría gobier- 
no alguno en el Perú que pudiera hacer aceptable un pacto que, 
directa o indirectamente, extendiese las amputaciones territoria- 
les del país, una pulgada más aUá de los territorios de Tarapacá. 
Todo ajuste que saliese de estos límites extremos, no ha- 
ría, en concepto de los negociadores peruanos, sino dar 
alas, prestigio y fuerzas a los distintos caudillos en ar- 
mas que levantaban la bandera de guerra perpetua e 
irreconciliable." 

Aún más explícitas declaraciones del mismo Ministro 
de Relaciones Exteriores de Chile y negociador del tra- 
tado de Ancón, se encuentran consignadas en las actas 
relativas a los debates que precedieron la celebración del 
pacto de Tregua suscrito en 1884 entre Bolivia y Chile. 
Según esas actas, en la primera conferencia habida entre 
delegados chilenos y bolivianos, el 7 de Diciembre de 
1883, éstos pidieron para su Patria un puerto en el Pací- 
fico, por acto propio de Chile o modificando el tratado 
ajustado con el Perú. Gonzalo Bulnes en el 3**". volumen 
de su Historia de la Guerra refiere del siguiente modo la 
actitud de Aldunate frente a la pretensión del represen- 
tante de Bolivia, señor Belisario Salinas : 

"Adulante — dice Bulnes — le contestó (a Salinas) 
que para acceder a eso Chile estaría obligado o a cortar 
su territorio, lo que era imposible ; o a traspasarle 
lo que no le pertenecería sino cuando un plebiscito con plazo 
determinado le concediera el dominio de Tacna y Arica. 
Por hoy, le agregó, Chile no tiene sino una espectativa. 
Y contemplando el otro caso posible, que Chile solicitara 
del Perú una modificación del pacto para transferir la 
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propiedad de Tacna y Arica a Bolivia, Aldunate repli- 
caba que tanipoco era posible. ¿Con qué el Perú habría 
luchado dos años sin éxito sólo para conservar ese terri- 
torio, y ahora iríamos a pedírselo para dárselo a un ter- 
cero? decía Aldunate. Eso no lo podemos hacer." 

'*Es bien notorio, agregaba, que a contar desde la caída 
de Piérola, los diversos caudillos que se han sucedido 
en el gobierno del Perú representando el espíritu de re- 
sistencia a la paz, se han manifestado dispuestos a suscri- 
birla, siempre que Chile limitara sus exigencias a sólo 
la cesión de la provincia de Tarapacá hasta Camarones. 
Por manera que el período más desesperado y más de- 
sastroso de la lucha que ha sostenido el Perú contra los 
ejércitos de ocupación de Chile, es precisamente aquél en 
que toda la causa de nuestros conflictos se hallaba limi- 
tada a la resistencia del país vencido para ceder a Chile 
los territorios de Tacna y Arica." 

De acuerdo con este mismo criterio, la Cancillería de la 
Moneda al suscribir doce años después, en 18 de Mayo 
de 1895, el tratado secreto de transferencia de territorio. 
Barros Borgoño-Guitiérrez, ofrecía a Bolivia que "si a 
consecuencia del plebiscito que haya de tener lugar en con- 
formidad al tratado de Ancón, o a virtud de arreglos di- 
rectos, adquiriese la República de Chile dominio y soberanía 
permanente sobre los territorios de Tacna y Arica, se obliga a 
transferirlos a la República de Bolivia " 

Sería innecesario acudir a mayor número de citas his- 
tóricas para dejar perfectamente ilustrado el punto rela- 
tivo a la significación de la cláusula 3^ del Tratado de 
Paz, por otra parte enteramente conforme a su tenor 
literal. La condición jurídica de Tacna y Arica se mo- 
dificó desde que quedó firmado el pacto de Ancón en 
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lo que concierne a su posesión por el plazo de lo añas, 
pero los derechos soberanos sobre el territorio fueron 
siempre del Perú, como lo han reconocido autoridades y 
escritores chilenos y lo ha proclamado invariablemente 
nuestra Cancillería. Este título de dominio pudo ha- 
berlo adquirido Chile si en 1894 no hubiese frustra- 
do la oportuna realización del plebiscito, en el cual 
descansaba su única expectativa de convertirse en so- 
berano de Tacna y Arica; pero, habientlo eludido dicha 
votación por temor, sin duda, a sus resultados, como e§ 
de fácil probanza "con sólo exhibir la correspondencia 
diplomática" al decir de Bulnes, ha renunciado tácita- 
mente a esa expectativa y el Perú ha recuperado en de- 
recho la totalidad de sus atributos de señorío sobre los 
territorios comprendidos entre el Río Sama y la Que- 
brada y Río de Camarones. Es el caso corriente en la 
ley civil del contrato sujeto a condición resolutoria que, 
no verificada dentro de un término dado, produce la ca- 
ducidad del convenio y la vuelta de las cosas al estado 
primitivo. 

Este principio universal de Derecho, aplicado a la cues- 
tión Tacna y Arica, ha sido admirablemente expuesto 
por publicistas de la talla de Edwin Borchard, Thomas 
Barclay y Víctor M.Maúrtua. Nuestro delegado señor Po- 
rras desconfió seguramente de su fuerza jurídica, y pre- 
firió fundamentar el reclamo del Perú a la devolución in-r 
mediata de los territorios ocupados por Chile, en la vk'^ 
tualidad de un plebiscito que no llegó a efectuarse, y nó en 
el hecho inconcuso de que "el Perú tiene hoy y ha tenido 
desde el 28 de Marzo de 1894, un derecho incuestionable 
a la soberanía incondicional de las provincias de Tacna y 
Arica" a causa de que "Chile impidió la realización de 
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una condición precedente a su adquisición de dominio so- 
bre el territorio, o a su retiro del mismo", como lo ex- 
presa brillantemente Borchard, Profesor de Derecho In- 
ternacional de la Universidad de Yale, en su opúsculo so- 
bre la Cuestión del Pacífico. 

Pero el error del señor Porras al plantear a los dele- 
gados chilenos la demanda del Perú fué de tal naturaleza, 
que no sólo olvidó la causa primera de nuestro derecho 
sobre Tacna y Arica, sino que implícitamente la cuestio- 
nó, estableciendo en la segunda de sus contra-propuestas 
que si el arbitro decidía la no procedencia del plebiscito 
tendría potestad parj^ declarar a cuál de los dos países 
pertenecían las provincias en litigio. No se requiere mu- 
cha penetración para comprender que esta sugestión no 
debió partir nunca del lado del Perú y que lo que más bien 
pudo haber propuesto el señor Porras es que, caso de que 
el arbitro decidiera que no procedía en las actuales cir- 
cunstancias llevar a efecto el plebiscito, fijara la forma 
y plazos para la desocupación del territorio por las auto- 
ridades de Chile, y la consiguiente ocupación del mismo 
por funcionarios peruanos. Si la propia Cancillería chi- 
lena ha reconocido en más de una ocasión, según queda 
demostrado, los derechos soberanos del Perú sobre Tac- 
na y Arica, y aún más, ha convenido en que desde el 28 
de Marzo de 1894 es un tenedor sin título de aquellos 
territorios, — como lo revela la proposición que el 28de Oc- 
tubre de ese año consignó el Ministro de Relaciones Ex- 
teriores señor Sánchez Fontecilla en el Memorándum 
presentado a nuestro Plenipotenciario en Santiago señor 
Ramón Ribeyro, para "prorrogar hasta el 28 de Marzo 
de 1898" el plazo de ocupación fijado por el Tratado de 
Ancón, — no es en manera alguna excusable que un diplo- 



— 27 — 

mático del Perú resulte a la penúltima hora, pidiendo que 
el arbitro resuelva a cuál de los dos paises pertenecen 
las provincias en disputa. 

Además, al afirmar el señor Porras que el plebiscito 
debia considerarse virtualraente verificado en 1894 se 
exponía a la réplica chilena, que no tardó en producirse 
en la nota que los delegados Aldunate e Izquierdo ele- 
varon al Embajador Mathiew con fecha 14 de Junio, de 
que el Perú en años posteriores al del vencimiento del 
plazo fijado por la cláusula 3*. del Tratado, había que- 
rido librar la suerte definitiva de Tacna y Arica a los re- 
sultados de una votación popular. Tal argumento habría 
carecido, en cambio, de toda fuerza, aplicado a la tesis 
de la plena e incondicional soberanía del Perú sobre los 
territorios poseídos por Chile a partir del 28 de Marzo 
de 1894, porque si bien es cierto que con posterioridad a 
esa fecha y en el interés de recuperar de una vez nues- 
tras provincias, hemos discutido, por vía de compromiso, 
fórmulas de arreglo con el Gobierno de Santiago, tam- 
bién lo es que en toda circunstancia hemos hecho cons- 
tar que el artículo 3**. del Tratado de Paz quedó violado 
por Chile desde el instante mismo en que impidió la opor- 
tuna realización del plebiscito. 

Es, asimismo, evidente que el señor Porras, sirviendo 
con fidelidad los anhelos del Perú, debió expresar el de- 
seo de que fuese un fallo ajustado a los preceptos de De- 
recho el que se pronunciara sobre la procedencia o impro- 
cedencia del plebiscito, alejando de este modo todo peli- 
gro de que nuestra cuestión con Chile pudiera ser re- 
suelta por un arbitraje político o de equidad, de aquellos 
que suelen perseguir la conciliación de los intereses en 
pugna, antes que la satisfacción de las finalidades de la 
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justicia. Que el estudio y decisión del problema del Pací- 
fico fueran sometidos a la Corte Permanente de Justicia 
de la Haya (en la cual tiene asiento un prestigioso inter- 
nacionalista americano, el señor John Basett Moore) o 
a la Corte Suprema de los Estados Unidos, no habría sido 
seguramente iniciativa capaz de lastimar las susceptibi- 
lidades del Gobierno de Harding que, como el señor Po- 
rras lo sabe muy bien, proponía en determinada estación 
de las Conferencias, el arbitraje de un cuerpo de juristas 
o del ex- Secretario de Estado Root ; y en cambio, habría 
traducido una honda aspiración del pueblo peruano y ase- 
gurado la expedición del laudo por un Tribunal compues- 
to de jueces, verdaderos magistrados habituados a la de- 
finición y aplicación del Derecho. Para los que hemos 
seguido de cerca y con intensa ansiedad patriótica el de- 
sarrollo de las Conferencias de Washington, siempre será 
una incógnita imposible de descifrar la actitud del señor 
Porras absteniéndose, y más aún, resistiéndose a situar 
la demanda del Perú dentro de sus naturales cauces ju- 
rídicos. 

No es un vano prurito de censura a la actuación del 
señor Porras lo que nos induce a hacer las apreciaciones 
que dejamos anotadas. Es el convencimiento de la in- 
fluencia que habría de tener en la elaboración de la fór- 
mula compromisaria) del Secretario de Estados Hughes 
la manera cómo planteara su demanda cada una de las 
partes, lo que nos ha llevado a deplorar sinceramente la 
ostensible falta de acierto de nuestra delegación. 

Rechazadas por Chile las propuestas peruanas, aunque 
en forma insidiosa e hipócrita, se produjo, al fin, la situa- 
ción de "deadlock" que era de preverse, dado el opuesto 
criterio con que los Gobiernos de Lima y Santiago ha- 
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bían contemplado siempre el cumplimiento de la cláu- 
sula 3*. del Tratado de Ancón. Fué entonces, que el Em- 
bajador del Perú, primero, y el de Chile, después, visita- 
ron el Departamento de Estado para informar a Mr. 
Hughes de la grave dificultad que había surgido, y para 
pedirle su amistosa y personal mediación. Pocos días más 
tarde, el Secretario Hughes presentaba su fórmula de 
compromiso. 

Según ella, se decidiría por arbitraje si en las actuales 
circunstancias procedía o no el plebiscito en Tacna y Ari- 
ca, siendo entendido que caso de realizarse, el arbitro 
fijaría las reglas y formalidades del mismo. Caso de que 
se resolviera la improcedencia del plebiscito, los delega- 
dos del Perú y Chile volverían a reunirse para determi- 
nar en acuerdos directos la suerte definitiva de dichas 
provincias. La fórmula de Mr. Hughes quedaba ence- 
rrada en un dilema de extremos igualmente desfavora- 
bles para el Perú: o el prebiscito decretado por el arbi- 
tro, cuando ya no podemos tener seria espectativa de vic- 
toria, expulsada como se halla la población peruana de 
Tacna y Arica; o los arreglos directos, que implicarían 
fy, indefinida prolongación del problema, o la división de 
los territorios que Chile ha propuesto reiteradamente al 
Perú y que éste ha declinado siempre con firmeza. 

Por supuesto, el Gobierno peruano no podía aceptar 
por ningún concepto en su forma originaria la proposi- 
ción del Secretario de Estado de los Estados Unidos, y 
es indudable que debió modificarla sustancialmente, exi- 
giendo que el arbitraje no quedara limitado a la decisión 
de la procedencia o improcedencia del plebiscito, sino que 
comprendiera, dentro de la vigencia ya reconocida del 
tratado, la totalidad de la cuestión creada por el incumplí- 
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miento de la cláusula 3*. El presidente Harding habia in- 
vitado a los Gobiernos de Chile y el Perú a enviar sus 
representantes a Washington para que procuraran arre- 
glar directamente las dificultades existentes entre los dos 
países, y si ello no era posible, para que "convinieran en 
el arreglo de las mismas por arbitraje". El primer medio 
había sido ensayado en vano; luego, lógicamente, no de- 
bía ya buscarse la solución de la cuestión sino en el cam- 
po del arbitraje. Investir a Mr. Hughes con el encargo 
de proponer el carácter, extensión y modalidades de ese 
proceso arbitral, era, por lo tanto, y en este estado dé 
las negociaciones, la máxima concesión que podía hacer 
el Perú en aras de su amor a la paz y a la armonía con- 
tinental. 

El señor Porras no pensó así, y después de dos sema- 
nas de vacilaciones, resuelve aceptar la fórmula mixta 
del Secretario' de Estado americano, completándola sim- 
plemente con la adición de que si las dos partes no lo- 
graban ponerse de acuerdo, en el evento de la no eje- 
cución del plebiscito, solicitarían los buenas oficios del Go- 
bierno de los Estados Unidos. Seguramente, creyeron 
nuestros delegados que toda modificación esencial a la 
propuesta de Mr. Hughes no sería aceptada por Chile 
y que esto determinaría, con el fracaso de las Conferen- 
cias, una situación de peligroso aislamiento para el Perú. 

No imaginamos, sin embargo, cómo pueda haberse ge- 
nerado tal idea en el ánimo del señor Porras, ya que no 
existe, ni puede existir, precedente en la historia, de 
pueblo alguno que haya perdido su prestigio internacio- 
nal por no consentir en que sus problemas sean resuel- 
tos conforme a cánones distintos de los de la justicia, 
y si lo que se temía era que Chile se considera autori- 
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zado para continuar ¡mpuneniiente la política de violen- 
cias que desde hace años tiene implantada en Tacna y 
Arica, bien sabía el señor Porras que todos los perua- 
nos estábamos resueltos a seguir sufriendo tales atro- 
pellos antes que a tolerar el sacrificio de nuestro derecho. 

Aceptada por la delegación chilena la adición de los 
representantes del Perú, se procedió a la redacción y 
firma del protocolo de 20 de Julio, del cual vamos a ocu- 
parnos. Pero antes de entrar en su análisis, conceptua- 
mos de nuestro deber referimos a un bochornoso inci- 
dente ocurrido con motivo de la interpretación de la fór- 
mula Hughes, y que, por desgracia, refleja profunda- 
mente en desdoro de nuestra representación diplomá- 
tica. Cuando el Secretario de Estado tuvo preparada su 
citada fórmula, hizo llamar a su despacho a los Emba- 
jadores de Chile y el Perú para trasmitírselas verbalmen- 
te, y pocas horas después las delegaciones respectivas 
informaban por cable a sus gobiernos del tenor de la pro- 
posición Hughes. De pronto, comienza a circular en 
Washington el rumor de que peruanos y chilenos daban 
una versión distinta de las ideas expuestas por el Secre- 
tario de Estado, fenómeno tanto más difícil de compren- 
der cuanto que los jefes de ambas Embajadas son per- 
fectos conocedores del inglés. El enigma agita bullicio- 
samente a los periodistas ; provoca la burlona sonrisa de 
los representantes de Chile ; y constituye honda preocu- 
pación para nuestros delegados, quienes acuerdan espe- 
rar la vuelta de Mr. Hughes del campo, a donde había ido 
de vacaciones el Secretario de Estado, para verificar la 
verdad. Trascurren dos o tres días mientras esto acon- 
tece, y al fin, se descubre el velo del misterio: los chi- 
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leños están en la razón; el Embajador del Perú, señor 
Pezet, no entendió a Mr. Hughes. 

Queremos hacer conátar que rememoramos el hecho 
con verdadera repugnancia, porque nos mortificaría que 
pudiera creerse que móviles, impropios de encontrar ex- 
presión en un trabajo de esta naturaleza, son los que 
nos mueven a consignarlo. Al relatar ese triste episo- 
dio de las Conferencias de Washington, nuestro propó- 
sito no ha sido otro que llamar, una vez más, la aten- 
ción hacia la enorme responsabilidad en que incurren 
los gobiernos cuando — r- como lo hace el señor Leguía — 
distribuyen los cargos diplomáticos del país en considera- 
ción únicamente a servicios políticos prestados ; y recor- 
dar — porque es justo que lo hagamos — cuan infun- 
dada y calumniosa fué la campaña que los elementos de 
oposición al régimen de 1915 hicieran contra el señor 
Pardo, atribuyendo a supuestos sentimentos de animosi- 
dad personal de su parte, y nó al deseo de servir eficien- 
temente los intereses del Perú en el exterior, su nega- 
tiva a designar al señor Pezet como jefe de nuestra Lega- 
ción en Estados Unidos. 

El Protocolo 

El texto del artículo P. de este documento es como 
sigue : 

"Queda constancia de que las únicas dificultades deri- 
vadas del Tratado de Paz sobre las cuales los dos países 
nó sé han puesto de acuerdo, son las que emanan de las 
estipulaciones no cumplidas del artículo 3". de dicho 
Tratado." 

Estamos ciertos de que no habrá peruano que al leer la 
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cláusula trascrita, no haya experimentado la angustiosa 
sensación del desastre. Y no puede ser de otro modo 
porque la declaración que aparece autorizada con la fir- 
ma de los delegados del Perú, no sólo contradice y des- 
lustra la gestión de nuestra Cancillería, que hace apenas 
unos cuantos meses, con motivo del cambio de notas ca- 
blegráficas con el Ministro Barros Jarpa, reiteraba la 
afirmación de que Chile había violado diversos artículos 
del Tratado de Ancón, sino que ultraja la verdad histó- 
rica, toda vez que la política seguida por el Gobierno de 
Santiago desde que ajustó con el Perú el pacto de 1883, 
ha sido un constante escarnio al estado de paz creado por 
las estipulaciones de dicho convenio. Para afirmar que 
las únicas dificultades que el Perú tiene pendientes con 
Chile son las que derivan de la cláusula 3*. del Tratado, 
se necesita que previamente haya sido arrancado de la 
memoria el recuerdo de todos los atentados de que han 
sido víctimas nuestros connacionales de Valparaíso, Pi- 
sagua e Iquique — sin hacer mención en este lugar de las 
iniquidades cometidas con los peruanos de Tacna y Arica, 
sujetos al régimen permanente y odioso de la llamada 
"chilenización". Ya sabemos que a esta observación con- 
testará el señor Porras alegando que consta de las actas 
que las partes han llegado directamente a un acuerdo al 
respecto; pero nosotros, a nuestra vez, replicamos que 
no es exacto que se haya producido tal acuerdo, desde que, 
a juzgar por la versión que ha sido publicada por la Asso- 
ciated Press y que no ha merecido hasta hoy rectifica- 
ción alguna de las delegaciones de Chile o el Perú, la 
insinuación del señor Porras "para constituir un tribu- 
nal que resuelva conforme a derecho las réclaríiacionés 
de los perjudicados en uno y otro país con motivo de agi- 
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taciones populares ocurridas en el Perú y Chile desde el 
P. de Enero de 1910 en que haya mediado responsabi- 
lidad de las autoridades así como actos directos injustifi- 
cados de las mismas autoridades" sólo obtuvo de los de- 
legados chilenos, debidamente instruidos por su gobier- 
no, la declaración de que "la idea era aceptable y de que 
sería tomada en consideración en breve término", lo que 
quiere claramente decir que esta dificultad aún no ha 
sido solucionada y que su solución en el futuro depende 
exclusivamente de una vaga promesa de Chile. Lastima 
el patriotismo considerar con cuánta indiferencia ha con- 
templado nuestra delegación este punto relativo a las 
reparaciones debidas a los peruanos que han sido el blan- 
co de las iras chilenas en los últimos años ; y hiere hon- 
damente el sentimiento nacional el que por iniciativa de 
uno de nuestros representantes en Washington, el señor 
Porras, haya quedado establecido, en principio, que el 
tribunal mixto que pudiera formarse se ocupe de estudiar 
y resolver los reclamos "de los perjudicados en uno y 
otro país por acción en que haya responsabilidad de par- 
te de las autoridades", cuando es notorio que el Gobierno 
del Perú y sus agentes no realizaron jamás acto alguno 
que, aún hipotéticamente, pudiera estimarse infractorio 
de sus compromisos internacionales con Chile. Es fenó- 
meno curioso digno de observar el de la influencia 
que el ambiente ejerce en el ánimo del señor Porras : 
Cuando como Canciller en 1908 tuvo que decidir sobre el 
homenaje que el Gobierno de la Moneda pretendió hacer 
a la ^memoria de los héroes peruanos de la guerra de 
1879, su espíritu justamente exacerbado ante el desarro- 
llo de la inicua política de Chile en Tacna y Arica, re- 
chaza altivo la ofrenda chilena y provoca el aplauso de 
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nuestras multitudes; y hoy, que además de esos hechos 
odiosos, se han realizado las atrocidades que tuvieron su 
culminación en las deportaciones de 1910 y 1918, el se- 
ñor Porras, con asiento en la mesa de las Conferencias 
de Washington convocadas para liquidar todas las dife- 
rencias pendientes con Chile, cree que deja salvada su 
responsabilidad y cubierta la dignidad del Perú, tratan- 
do el asunto de una manera accidental — como si fuese 
cosa de menor cuantía, digna, por ejemplo, de condenar- 
se al olvido — y se confirma con dejar librada su resolu- 
ción a la palabra falaz de la diplomacia chilena, desde- 
ñando la oportunidad que se le presenta de poder afian- 
zar esta promesa, mediante su inclusión dentro del tex- 
to del protocolo. 

Otro hecho que no puede menos de causar penosa im- 
presión al examinar el citado artículo P. es el referen- 
te al repudio que el señor Porras hace de la tesis de la 
nulidad del tratado de Ancón a consecuencia de las vio- 
laciones cometidas por Chile, doctrina jurídica que ar- 
moniza con el principio establecido por la casi totalidad 
de los tratadistas de Derecho Internacional y que hasta 
ha sido alguna vez alegada por escritores y estadistas 
chilenos. Debemos repetir aquí que, a nuestro juicio, no 
tenía cabida dentro de los términos bajo los cuales ha- 
bíamos venido a Washington, el planteamiento formal 
de esta demanda ; pero de allí a desautorizarla, admitien- 
do sin condiciones ni reservas que se incorporara en el 
texto de los acuerdos una declaración que expresa exac- 
tamente lo contrario de lo que nuestra Cancillería ha 
venido sosteniendo durante mucho tiempo, hay distan- 
cia considerable. Cualquiera que sea la opinión que hoy 
merezca al señor Porras la teoría de la nulidad del Tra- 
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tado, no puede dudarse de que su deber era exhibir ante 
Chile y ante la América entera, el abandono que el Perú 
hacía de dicha doctrina, como un sacrificio realizado en 
interés de la conciliación de los pueblos del continente, 
y nó, como aparece ahora, por acción espontánea y exen- 
ta de toda finalidad, del propio Gobierno peruano. La 
cláusula 1*. del protocolo, tal como está redactada, com- 
promete la circunspección y el decoro de nuestra Can- 
cillería, y es un cartel que pregona la incapacidad infinita 
de nuestra actual diplomacia. 

El artículo 2**. que alude al arbitraje resulta condiciona- 
do por los dos primeros puntos del Acta Complementa- 
ria, de acuerdo con los cuales el arbitro decidirá "si en las 
circunstancias actuales procede o nó la realización del 
plebiscito". Nos parece muy improbable que el Presi- 
dente de los Estados Unidos que actuará como arbitro, 
pueda decidir, una vez que haya escuchado las alegaciones 
de las partes, la procedencia del plebiscito, pues aún cuan- 
do se establecieran garantías como las que él señor Po- 
rras proponía al Gobierno chileno en 1909, o sea, que 
tuvieran derecho a voto todos los peruanos y chilenos 
que habían residido en Tacna y Arica desde el 10 de Ju- 
lio de 1907, y, además, se facultara la vuelta a esos terri- 
torios de los millares de peruanos expatriados, es indu- 
dable que, en la realidad, sería imposible restituir las 
cosas al estado que tenían, v. gr., el citado año de 1907. 
El Perú, desgraciadamente, carece de los recursos y ele- 
mentos necesarios para movilizar masas enteras de po- 
blación, con la facilidad con que pudo hacerlo Alemania 
cuando se trataba hace poco del plebiscito de la Alta Si- 
lesia. 

El caso que precisa, por lo tanto, contemplar, ya que 



hemos de confiar en la justificación del arbitro, es el 
que puntualizan los artículos 3**. y 4**. del Acta Comple- 
mentaria, que dicen: 

"3°. — Si el arbitro decidiera la improcedencia del ple- 
biscito, ambas partes, a requerimiento de cualquiera de 
ellas, discutirán acerca de la situación creada por este 
fallo. Es entendido, en interés de la paz y del buen orden 
que, en este caso, y mientras esté pendiente un acuerdo 
acerca de la disposición del territorio, no se perturbará 
la organización administrativa de las provincias/' 

"4°. — En caso de que no se pusieran de acuerdo los dos 
Gobiernos, solicitarán para este efecto los buenos oficios 
del Gobierno de los Estados Unidos de América." 

Es sensible que no se hayan publicado las actas de las 
sesiones, porque en ellas debe, sin duda, constar que nues- 
tros delegados pidieron que una vez resuelta por el arbi- 
tro la improcedencia del plebiscito y "mientras se dis- 
cutía sobre la situación creada", se transfiriera — si no al 
Estado soberano del territorio — por lo menos, a un po- 
der neutral, la posesión de Tacna y Arica. No es admi- 
sible que tal demanda dejara de formularse, ya que un 
laudo arbitral venía a declarar jurídicamente la caducidad 
del título que Chile solamente tuvo hasta 1894 para ocu- 
par aquellas provincias. De todos modos, y aún admitien- 
do graciosamente esta hipótesis, hay motivo para de- 
plorar que la delegación del Perú no obtuviese la fija- 
ción de un plazo determinado dentro del cual se veri- 
ficara el acuerdo pendiente "acerca de la disposición del 
territorio", hoy sometido por la fuerza a la organiz i- 
ción administrativa de Chile. 

Llegamos a la estipulación más aburda y más gr-ive 
para el Perú entre todas las contenidas en el Acta Coni- 
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plementaria de Washington : la relativa a los buenos oficios 
que ambas partes solicitarán del Gobierno de los Estados 
Unidos en el caso — ineludible — de que no puedan arri- 
bar a un entendimiento directo. 

Pecaríamos de insinceros si dejáramos de manifestar 
que la adopción de este acuerdo por los delegados chile- 
nos y peruanos desmejora, evidentemente, la posición que 
daba a Chile la fórmula del Secretario de Estado Hughes. 
Pero aún cuando paresca paradójico, la circunstancia de 
que Chile vea hoy reducida la extensión de sus expectati- 
vas (porque a esto queda limitada la diferencia entre las 
dos fórmulas) no quiere decir que el Perú haya for- 
talecido su situación. En efecto, según la solución pa- 
trocinada por el Secretario de Estado americano — el ple- 
biscito o los arreglos directos — El Perú estaba condena- 
do al sacrificio completo de sus derechos sobre Tacna y 
Arica; según la misma fórmula adicionada por el señor 
Porras — y por esto afirmamos que la posición del Perú 
no ha experimentado cambio realmente favorable, — nues- 
tro país tiene todas las probabilidades de perder una de 
las dos provincias. 

Los buenos oficios se parecen al arbitraje en que am- 
bos son medios de solución pacífica de diferencias entre 
los pueblos, pero el Derecho Internacional marca bien la 
radical distinción que existe entre uno y otro: Mientras 
el fallo de un arbitro se inspira en designios de justicia 
y tiene fuerza obligatorio para las partes; el dictamen 
de una entidad que ejercita los buenos oficios responde 
a sentimientos de conciliación, susceptibles de ser aco- 
gidos o nó. En un caso, el elemento jurídico es el que 
predomina ; en el otro, el factor político o de equidad es 
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el que impera. El arbitraje es una creación del Derecho ; 
los buenos oficios son un recurso de la Diplomacia. 

Dada su peculiar fisonomía, los buenos oficios con- 
ducen invariablemente a soluciones de transacción. El 
Tratado sobre Shantung suscrito en Washington, bajo 
la acción amistosa de Estados Unidos e Inglaterra, nos 
ofrece reciente e inequívoca prueba de esta verdad. Por 
los artículos 156, 157 y 158 del Tratado de Versalles, 
Japón adquirió los títulos y privilegios que antes dé la 
guerra tenía Alemania sobre el territorio de Kiao-Chau, 
en virtud de la concesión de arrendamiento por 99 años 
que arrancó a la China en 1898. Este acto de los aliados 
que, como es notorio, vulneraba todo principio de justicia, 
resultaba agravado todavía por el hecho de que el Go- 
bierno de Pekín había declarado la guerra al Imperio 
Alemán, y con este motivo, denunciado todos los pactos 
que hasta 1914 regían las relaciones entre ambos pue- 
blos. Sus plenos derechos soberanos sobre Kiao-Chau los 
tenía, pues, recuperados la China, conforme a los cáno- 
nes reconocidos de la ley internacional. 

El Gobierno chino protestó, desde luego, del inicuo 
atentado de que era objeto, y el Japón, dándose pronta 
cuenta de su falsa posición, le propuso diversas fórmulas 
de arreglo sobre la base de la devolución inmediata de 
Kiao-Chau, pero reservándose el control financiero y ad- 
ministrativo del ferrocarril de Tsingtao-Tsinanfu, y la 
posesión de las minas de hierro y carbón que antes ex- 
plotaba la Compañía alemana del ferrocarril de Shan- 
tung. A estas propuestas respondió invariablemente la 
China con un rechazo categórico: el Gobierno de Pekín 
no estaba dispuesto a escuchar siquiera otra oferta que no 
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fuese la de absoluta e incondicional devolución de Kiao-Chau 
y todas sus riquezas. 

En este estado las cosas, los señores Hughes y Balfour 
ofrecen sus buenos oficios a las delegaciones del Japón 
y la China, acreditadas cerca de la Conferencia de Limi- 
tación de Armamentos, y tras una laboriosa negociación, 
se celebra el tratado de 4 de Febrero del presente año. 
Según este pacto, Kiao-Chau será restituido a la China; 
pero el Japón participará en la dirección técnica y admi- 
nistrativa del ferrocarril de Tsingtao-Tsinanfu durante el 
periodo de 15 años — reducible a 5 en el caso impro- 
bable de que en este plazo pueda el gobierno chino pa- 
gar el costo del ferrocarril valuado en 53,000,000 de mar- 
cos oro — y tendrá derecho para que el 50% del capital 
de la Compañía que se forme para la explotación de las 
minas de hierro y carbón a que antes nos referíamos, 
sea de origen japonés. En otros términos, la solución al- 
canzada es una solución transaccional : El derecho ab- 
soluto de la China resulta condicionado por el interés 
del Japón. 

Ahora bien, ¿qué transacción cabe tratándose de la 
Cuestión del Pacífico? No vislumbramos otra que la de 
división de los territorios de Tacna y Arica, fórmula en- 
teramente inaceptable para el país. A mérito de los bue- 
nos oficios propuestos por el señor Porras no serán re- 
conocidos los títulos del Perú sobre sus provincias. Le- 
jos de eso, el Presidente Harding pondrá todo el peso 
de su influencia moral al servicio de una fórmula que 
sacrifique parte del derecho del Perú y parte de la codi- 
cia insaciable de Chile. Se nos pedirá que cedamos Arica, 
y el Gobierno del señor Leguía que con sus inauditas tor- 
pezas ha preparado esta nueva mutilación, consumará 
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el crimen más grande de nuestra historia, cediendo en 
plena paz aquello que rechazamos ceder a Chile aún en las 
horas amargas de la ocupación militar y el infortunio, 
cuando el Ministro americano Logan presionaba a García 
Calderón, preso en Santiago, para que aceptara como lí- 
mite de fronteras entre el Perú y su vecino del Sur, el 
río Azufre, y Aldunate y Novoa luchaban porfiadamente 
en Lima por extender la conquista más allá de Sama. 

El último artículo del Acta Complementaria dice tex- 
tualmente : 

"5**. — Están igualmente, comprendidas en el arbitra- 
je las reclamaciones pendientes sobre Tarata y Chilcaya, 
según lo determine la suerte definitiva del territorio a 
que se refiere el artículo 3**. de dicho Tratado." 

La deficiencia y oscuridad de esta cláusula justifican 
el que no sea uniforme la interpretación que de ella se 
hace. Por nuestra parte, nos inclinamos a creer que es 
su intención dejar subsistente el derecho del Perú para 
reclamar ante el arbitro sobre el señorío de Tarata, si 
Tacna quédase en poder de Chile ; y dejar subsistente 
el derecho de Chile para reclamar sobre Chilcaya si Arica 
continuase bajo la soberanía del Perú. 

Esta disposición, en lo que se refiere a Tarata, es más 
o menos la misma que consignaba el artículo 14**. del 
protocolo Billinghurst-Latorre, según el cual el plebis- 
cito que entonces quedó pactado se llevaría a efecto tam- 
bién en Tarata, sin que esto implicara un desistimiento 
de la reclamación que el Perú había formulado ante Chile 
por la apropiación arbitraria de los distritos de Tarata, 
Estique y Tarucachi. 

Desde luego, la cláusula de que nos ocupamos sólo tie- 
ne valor para el caso de que el arbitro decida la ejecu- 
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ción del plebiscito, porque, de otro modo, las partes di- 
rectamente, y en la forma que más les convenga, resol- 
verán la dificultad. Pero en tal evento, todo hace fa- 
talmente temer que la mayoría de la población de los in- 
dicados distritos, a causa del éxodo que se ha impuesto ai 
elemento peruano de la región, vote por su anexión a 
Chile ; de donde resulta que frente a condiciones diame- 
tralmente opuestas a las que existían en 1898, se han es- 
tablecido, con la aquiescencia de los delegados del Perú, 
provisiones enteramente análogas. 

Parece que lo natural habría sido pedir al arbitro que, 
como cuestión previa, se pronunciara respecto a nuestra 
reclamación sobre Tarata, fijando así, ante todo, la ex- 
tensión de su jurisdicción ; pero el señor Porras ha pre- 
ferido invertir el orden lógico de las cosas, y la expecta- 
tiva única que nos deja el protocolo es que si hay ple- 
biscito y en él perdemos Tarata, Estique y Tarucachi, po- 
dremos demandar su devolución con un título enervado 
ya por una manifestación adversa de la voluntad, no de 
los dueños del suelo, pero sí de sus actuales ocupantes. 

En resumen, el protocolo de Washington ha desplazado 
el problema del Pacífico de su propio campo jurídico, pa- 
ra situarlo en el terreno incierto de las transacciones po- 
líticas. 

El inexplicable afán de liquidar en cualquiera forma 
nuestras cuestiones de fronteras, afán que llevó hace doce 
años a los mismos hombres que hoy gobiernan a des- 
membrar el territorio nacional en obsequio del Brasil y 
Bolivia y en violación de nuestros claros e irrebatibles tí- 
tulos coloniales, le está preparando al Perú en estos ins- 
tantes un nuevo y trascendental sacrificio. 

En aras de esa absurda y criminal diplomacia de li- 
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quidaciófiy se intenta liquidar hoy, algo más que un mero 
problema territorial. No son en esta desgraciada ocasión 
.Tiillas cuadradas de ricos terrenos de montaña en el Madre 
de Dios, o el Yuruá y Purús, los que la suicida política del 
régimen actual va a arrancar al patrimonio del Perú. Es 
todavía algo más que eso, porque estos hombres que se 
han sentido albaceas ejecutores de la herencia nacional, 
van a traficar ahora con tierras que no esconden en sus 
entrañas las riquezas de nuestro Oriente, pero que eran 
sagrado refugio desde hacía mucho tiempo, de los más no- 
bles y puros sentimientos nacionales ; van a comerciar y a 
transar sobre algo en que el Perú entero hallaba vivifica- 
dora fuente de indomables inergías,y que habían llegado a 
constituir, en fuerza de su perenne voluntad de no renun- 
ciar jamás a ellas, el eje de su vida misma y el sagrado 
motivo de sus optimismos y anhelos de grandeza. 

Las provincias detentadas por Chile, representan, Sr. 
Leguía, para el Perú, algo más que una simple cuestión 
de extensión territorial. Y es una inconmensurable des- 
gracia que sólo quienes ahora gobiernan no hayan po- 
dido ver todo esto y reduzcan el problema, de amplitud 
y trascendencia incalculable para el Perú, porque a él 
se hayan unidos los votos y esperanzas de tres genera- 
ciones, a una mera disputa limítrofe, en la que el Dere- 
cho y la Justicia, escarnecidos ya en la realidad viviente 
de la masa irredenta vejada y en las cláusulas de un tra- 
tado violado, no van seguramente a prevalecer. 

El atentado ha sido ya perpetrado por el Poder Ejecu- 
tivo del Perú. Ya la Dictadura ha abjurado del único 
ideal que la Nación ha mantenido con calor y fe inque- 
brantable por más de un cuarto de siglo, y entra en ese 
tortuoso y abdicante camino, fríamente, calculadamente. 
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en un ambiente de serena diplomacia, sin que ninguna pre- 
sión se ejerza sobre el país para conducirlo a tan inme- 
recida y misera solución del problema. Y lo que es para 
poner asombro en el espíritu, este protocolo con proyec- 
ciones y posibilidades de amputación territorial, se rea- 
liza en instantes en que se están viendo surgir — y a ba- 
se sólo de sus títulos de derecho — nacionalidades que pa- 
recían para siempre pulverizadas bajo el peso de la con- 
quista. 

¿No resulta por ventura una dolorosa paradoja que el 
Perú que tiene en sus manos la plenitud de su derecho, 
comprometa loca y audazmente sus títulos de soberanía 
sobre provincias que la fuerza ha mantenido fuera de su 
seno, en instantes en que Francia e Italia han logrado 
restaurar la integridad de su suelo y Polonia ha resuci- 
tado; en momentos en que una nueva concepción de la 
vida internacional — esa misma visión internacional que 
ha estremecido la diplomacia chilena y la ha llevado a 
Washington — está aniquilando día a día, hora a hora 
la obra v los designios de la Fuerza? 

El egoísmo que a veces inspira los actos de los go- 
biernos, ha impedido hasta hoy, que en algunos países, 
muy pocos felizmente, cristalicen estas ideas de justicia en 
una Liga o Asociación de Naciones de la que formen par- 
te todos los pueblos de la tierra. Pero esas vacilaciones 
e intereses que tratan estérilmente de poner atajo a las 
grandes corrientes del perfeccionamiento humano, pronto 
han de desaparecer. El proceso de evolución jurídica está 
en marcha y no serán eficaces para detenerlo ni las sor- 
das maquinaciones de los pequeños intereses políticos ni 
los rancios prejuicios del nacionalismo tradicional. 

Los pueblos van adquiriendo el convencimiento, cada 
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vez más profundo y más extenso, de que no habrá paz 
duradera en el mundo, mientras sus problemas no sean 
resueltos conforme a principios de Derecho, y no van 
a consentir que el azote terrible de la guerra que hace 
poco llevara desolación y ruina a sus hogares, vuelva 
a destruir en un instante de barbarie, las riquezas acumu- 
ladas por el esfuerzo paciente de siglos de Civilización. 

Si este es el espectáculo que nos ofrece el mundo, 
si teorías y orientaciones que el Perú ha preconiza- 
do siempre, y en las que se halla como esencia ese espíri- 
tu de Justicia en que nuestro país hacía descansar la ra- 
zón de todas sus problemas internacionales, son los que 
hoy iluminan los nuevos senderos que está recorriendo la 
Humanidad, nada excusa ni justifica que el Gobierno del 
Sr. Leguía haya venido a Washington a tocar las puer- 
tas de la Casa Blanca en demanda de una solución di- 
plomática para la cuestión Tacna y Arica. Su más claro 
deber, el más imperioso de sus mandatos le obligaban a 
no variar el curso de nuestra política internacional. Trans- 
formar la orientación que la Cancillería Peruana había 
seguido durante cerca de treinta años, orientación 
que tan fielmente reflejaba el sentir nacional, para en- 
tregar la solución de nuestra histórica querella a la indi- 
ferente decisión de un poder político, es el más grave y 
más inexplicable renuncio que el más desatinado de los 
Gobiernos podía cometer. 

El Perú ha resistido altiva y obstinadamente durante 
tres décadas toda clase de hostilidades por parte de Chi- 
le, porque alentaba la firme esperanza de que llegaría un 
momento en que por obra de su acción y su Derecho, sona- 
ría la hora de la Justicia definitiva. Pero al Sr. Leguía 
le ha cabido el triste honor de brindarle, en cambio, a la 
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Diplomacia de su patria una hora de ignominia, y de ofre- 
cerle al país una nueva muestra de cómo entiende la de- 
fensa de los inalienables derechos nacionales arrojando 
al azar de lo desconocido la suerte de provincias cuyos 
hijos han clamado patriótica y fervorosamente durante 
casi medio siglo su reincorporación a la Patria de la que 
fueran arrancados. 

Y los que así traicionan los sentimientos nacionales ; 
desoyen la voz angustiada de los ciudadanos irredentos ; 
arrojan por la borda los títulos de soberanía del Perú y 
burlan cínicamente las promesas que ellos mismos hi- 
cieran a su pueblo, cometen el crimen de lesa-patria. 

New York, Julio 31 de 1922. 



Artículos insertos en periódicos 

de New York 
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(TRADUCCIÓN) 

Al Editor de The New York Herald: 

El Perú acaba de rechazar la propuesta hecha por 
Chile para la fijación de una fecha en la cual se realice el 
plebiscito que, según el artículo 3**. del Tratado de Ancón 
debía tener lugar a la expiración del plazo de diez años 
contados desde su ratificación, el 28 de Marzo de 1894, 
para decidir "si el territorio de Tacna y Arica queda de^ 
finitivamente bajo el dominio y soberanía de Chile, o si 
continúa formando parte del Perú." 

Esta actitud es la única que el Perú podía asumir en el 
presente estado de su larga controversia con Chile, y aún 
cuando no existe la posibilidad de que persona alguna 
conocedora de la historia de Sud-América durante las úl- 
timas cuatro décadas sea capaz de interpretar equivoca- 
mente su política, sin embargo, como el Gobierno chile- 
no ha iniciado una activa propaganda, con propósitos des- 
de luego bastante insidiosos, resulta útil recordar breve- 
mente las principales razones por las cuales el Perú está 
hoy física y moralmente imposibilitado de aceptar pro- 
puestas de la naturaleza de las presentadas por Chile, las 
cuales se ofrecen naturalmente bajo el falso velo del amor 
a la paz. No hay necesidad de polemizar, sino de hacer 
un simple recuerdo de los hechos : 

1. Desde i8q4 hasta la fecha Chile siempre ha frustrado la 
realización del plebiscito. — Los fundamentos sobre los cua- 
les se ha apoyado su política son suficientemente claros : 
hallándose Chile en control del territorio de Tacna y Ari- 
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ca y contando con la fuerza material necesaria para man- 
tener tal control, no ha tenido interés alguno de arries- 
gar su posesión. Por el contrario, el Perú que tenía una 
confianza ciega en los resultados del plebiscito, toda vez 
que hasta muy reciente fecha ha tenido una mayoría 
abrumadora en la población del área disputada, se esfor- 
zó en todo tiempo por llegar a un entendimiento con 
Chile acerca de la forma y términos según los cuales el 
plebiscito debía llevarse a cabo. El señor Gonzalo Bul- 
nes, un notable historiador y diplomático chileno, escri- 
bía hace algunos años como sigue : "El Perú ha tenido 
gran interés en que el plebiscito se realizara; negarlo 
nos colocaría en mala luz, porque su gobierno puede pro- 
bar fácilmente lo contrario exhibiendo toda la correspon- 
dencia diplomática al respecto". Uno de los principales 
periódicos de los Estados Unidos, "The Sun" comentan- 
do entonces editorialmente el rechazo hecho por Chile 
del protocolo Billinghurst-Latorre — aprobado por el Perú 
y rechazado por el Congreso chileno — decía también en 
su edición de Mayo 3 de 1901 : "El documento (un pan- 
fleto escrito por el publicista chileno señor Rafael Egaña) 
es una pieza insincera de defensa, y nos deja enteramente 
convencidos de que el Gobierno de Santiago al negarse 
a ratificar el protocolo bajo los términos del cual debía 
cumplirse el tratado, ha incurrido en una flagrante in- 
fracción del mismo". (1) 

2. Chile persistentemente se ha opuesto a todos los esfuer- 
zos del Perú para someter a arbitraje el asunto, — Cuando 
el Gobierno peruano comprendió que todo arreglo directo 
entre el Perú y Chile era enteramente imposible a causa 



(1) Por efecto de la fusión que se realizó en 1920 "The Sun" y "The 
Herald" constituyen hoy una misma entidad periodística bajo el tftolo de 
"The New York Herald". 
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de la tenaz resistencia de éste para aceptar cualquiera 
propuesta de justo y honorable entendimiento, puso to- 
do empeño por referir la cuestión al fallo imparcial de 
un arbitro. Entonces, debía reunirse el 2**. Congreso Pan- 
Americano que se verificó en México, y el punto del ar- 
bitraje, que ya había sido aceptado en principio por el an- 
terior Congreso congregado en Washington en 1889 bajo 
la sabia dirección de Blaine, figuraba entre las materias 
a discutirse en este certamen. La política entonces de- 
sarrollada por Chile con respecto al arbitraje, es exacta- 
mente la misma que siguió Alemania acerca del pro- 
blema de desarme con ocasión de la celebración de la 
2*. Conferencia de la Haya de 1907. Como el Secretario 
de Estado Mr. Hughes lo expresaba al inaugurar las Con- 
ferencias de Washington hace un mes, el Gobierno im- 
perial alemán amenazó con no enviar delegados a la Haya 
si la cuestión del desarme iba a ser discutida, y por esta 
razón los nobles anhelos expuestos por Mr. Root en nom- 
bre del Gobierno de los Estados Unidos en esa oportuni- 
dad, no pudieron tener éxito. Idénticos obstáculos, esta 
vez puestos en el camino por Chile, impidieron que el 
2®. Congreso Pan-Americano llegara a resultados prácti- 
cos capaces de producir la solución jurídica de aquellas 
cuestiones internacionales pendientes que son una ame- 
naza para la paz del continente americano. En efecto, el 
Gobierno de Chile amenazó con abstenerse de participar 
en dicha Conferencia si el programa que se había proyec- 
tado para la misma no era modificado de tal modo que 
el arbitraje no fuese aplicado a dificultades exis- 
tentes, y el Comité encargado de preparar el programa 
definitivo tuvo que ceder a las demandas de Chile a fin 
de que pudiera llevarse a efecto el Congreso con el apoyo 
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de todos los países de América. Desde entonces, el Perú 
ha pedido incesantemente a Chile que convenga en some- 
ter el problema del Pacífico a una decisión judicial, pero 
el Gobierno chileno se ha negado invariablemente a acep- 
tar esta sugestión. 

3. Chile ha deportado a la población peruana de Tacna y 
Arica, haciendo asi imposible la ejecución del plebiscito sobre 
bases honorables, — Mientras que el Peni hacía esfuerzos 
supremos para conseguir la aquiescencia de Chile con el 
objeto de someter la disputa a un arbitro, el Gobierno 
chileno iniciaba y desenvolvía empeñosamente una nue- 
va política conocida en Sud-América bajo en nombre de 
"Chilenización". Esta excecrable política, sólo compa- 
rable a la seguida por los turcos contra las poblaciones 
cristianas de Armenia, ha ocasionado a los habitantes pe- 
ruanos de Tacna y Arica indecibles penalidades. Desde 
1902 Chile no ha cesado en la odiosa empresa de poner 
en ejecución las más arbitrarias medidas contra el pue- 
blo peruano de Tacna y Arica, tales como la clausura de 
sus escuelas, el incendio de sus periódicos, la expulsión de 
sus sacerdotes, el alistamiento de su juventud en las filas 
del Ejercito chileno, etc. y como todos estos métodos 
semi-bárbaros resultaran ineficaces para debilitar los sen- 
timientos patrióticos de los dueños del territorio, Chile 
recurrió al fin al cruel procedimiento de la deportación 
de millares de peruanos sin exceptuar mujeres ni niños. 
En consecuencia, sólo chilenos y un puñado de extran- 
geros fueron los únicos habitantes que quedaron en Tacna 
y Arica. Por supuesto, en cada caso, y especialmente 
en 1910 y 1918, es decir, cuando las deportaciones en ma- 
sa tuvieron lugar, el Perú protestó ante el mundo civi- 
lizado de las persecuciones decretadas contra sus nació- 
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nales, pero todo fué en vano : Chile había decidido llevar 
adelante el principio establecido por uno de sus más dis- 
tinguidos diplomáticos, el señor Abraham Koening, quien 
refiriéndose a los problemas derivados de la guerra de 
1879 decía en nombre de su gobierno : "La victoria es la 
lay suprema de las naciones." 

Estos son los hechos principales dignos de ser recor- 
dados en la actualidad. Ciertamente, muchos otros, todos 
los cuales reflejan la mala fé de Chile en sus relaciones 
con el Perú, podrían citarse; pero ello sería inútil desde 
que nadie seriamente ha de sostener que un pacto que 
ha sido constantemente violado por una de las partes por 
casi treinta años, puede ser considerado válido a esta 
hora, cuando la otra parte ha sido gravemente perjudi- 
cada en sus derechos relativos al plebiscito establecido 
por el tratado, el cual, por lo tanto, ha quedado nulo. El 
único camino que permanece, pues, abierto al Gobierno 
de Chile si desea ahora restablecer la paz en América, 
es someter toda la cuestión a un arbitro respetable e im- 
parcial. El Perú está listo a hacerlo, y ninguna razón de- 
bería existir de parte de Chile para declinar su acepta- 
ción, si realmente estuviese deseoso de iniciar una nue- 
va política de amistad en el continente. 

Hace 20 años, en Junio 9 de 1901, "The Herald" de New 
York, refiriéndose a este problema todavía pendiente en 
Sud-América, decía : "The Herald no desea pronunciarse 
sobre los méritos de esta controversia o inclinarse a lado 
alguno. Pero desde que las partes no han podido enten- 
derse, parece que el asunto es perfectamente apropiado 
para el arbitraje. Cada uno, por supuesto, sostiene que 
le asiste la razón y que ella falta al contendiente. Bien, 
justamente el propósito del arbitraje es descubrir a con- 
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secuencia de una investigación justa e imparcial, quien 
tiene la razón y quien carece de ella, totalmente o en 
parte. Puede cualquier gobierno rectamente inspirado 
pdir más que esto o rehusar razonablemente aceptarlo?" 

No cabía alternativa entonces. Cómo puede haberla 
hoy que la concepción de la justicia internacional se ha 
fortalecido y extendido a través del mundo! 



Carlos Concha. 



New York, Diciembre 22, 1921. 
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(TRADUCCIÓN) 
Al Editor de The New York Times : 

« 

Con el objeto de hacer luz sobre el origien y causas 
de la guerra que condujo a crear la controversia diplo- 
mática aun pendiente entre Qiile y el Perú, así como 
para explicar la situación actual en víspera de la reunión 
de las Conferencias de Washington, el señor Earle K. 
James, quien se proclama un ardiente paladín del pan- 
americanismo, escribió una interesante carta a su perió- 
dico, publicada en la edición del domingo 12 de Marzo. 
Como yo participo enteramente de la opinión del señor 
James acerca de la conveniencia de ilustrar al público so- 
bre los hechos relativos al titulado problema del Sur Pa- 
cífico, considero oportuno llamar la atención hacia al- 
gunos puntos de importancia que parece hubieran pasado 
inadvertidos para el señor James cuando escribió su artí- 
culo, y esforzarme por corregir ciertos errores en que 
ha incurrido, y que sólo pueden atribuirse a persona que 
no se halla familiarizada con los acontecimientos y que 
carece de fuentes históricas de información. 

La verdadera finalidad de la política internacional de 
Chile en la costa del Pacífico, comenzó a descubrirse en 
tiempo de la Confederación Perú-Boliviana establecida 
por Santa Cruz en 1835. Aprovechándose de la situación 
política creada en el Perú a consecuencia del régimen 
despótico de Santa Cruz, el Gobierno de Chile equipó y 
despachó dos expediciones militares al Perú con el pro- 
pósito de poner fin a dicha Confederación. Este resul- 
tado fué obtenido después de la batalla de Yungay de 
1839. El señor James está equivocado cuando afirma que 
las buenas intenciones de "levantar al Perú" fueron el 
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móvil e inspiración de la politica entonces desarrollada 
por Chile. Si el escritor hubiese consultado la opinión del 
brillante historiador chileno, Benjamín Vicuña Mackena, 
seguramente no se habría atrevido a hacer tal asevera- 
ción. Las miras del Gobierno de Chile fueron precisa- 
mente contrarias a las que el señor James le atribuye, y 
esto se desprende claramente de las instrucciones dadas 
por el Presidente del Gabinete chileno, Diego Portales, 
a su Ministro en Lima : "La incorporación de las dos Re- 
públicas (Perú y Bolivia) en una sola, bajo la forma fe- 
deral de gobierno o bajo otra forma cualquiera — decían 
las instrucciones — coloca en peligrosa situación la segu- 
ridad de los Estados vecinos, y no sería posible que con- 
sintiéramos en ello sin exponer los futuros destinos de 
este país." El espíritu de rivalidad comercial y politica 
reflejado en este documento es el mismo que anotamos 
posteriormente al citar a otro distinguido estadista chi- 
leno, Balmaceda, quien declaraba: "En la costa del Pa- 
cífico de la América del Sur no hay sino dos centros de 
acción y progreso : Lima y Callao, y Santiago y Valparaí- 
so : es necesario que uno de estos centros caiga para que 
el otro prospere. . ." 

Como el señor James sin duda aspira a ser tenido como 
publicista imparcial, estoy cierto que aceptará de buen 
grado el que le recuerde un hecho importante que ha 
olvidado en su estudio de las causas de la guerra del Pa- 
cífico, y que no puede ignorar todo aquél que se decida 
a escribir sobre estos asuntos. Me refiero a las sistemá- 
ticas y progresivas usurpaciones de Chile sobre el terri- 
torio de Bolivia como resultado de los descubrimientos 
de depósitos de guano en el litoral de Atacama en 1842. 

Hasta esa fecha todas las Constituciones que Chile ha- 
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bía promulgado, reconocían expresamente como límite 
norte de la República el desierto de Atacama, grado 27 
de latitud sur, pero tan pronto como yacimientos de sa- 
litre fueron localizados en dicha región, el Gobierno, lo 
mismo que el Congreso de Chile, comenzaron a legislar 
sobre ellos como si fuesen los dueños del suelo, y en 
1857 el desembarque de un destacamento militar en Me- 
jillones coronó una serie de expediciones de chilenos des- 
cubridores de guano. Está fuera de toda duda que este 
es el verdadero origen de las diferencias que se produ- 
jeron entre Chile y Bolivia y que culminaron en la gue- 
rra de 1879. 

El señor James se extraña de que el Perú resultara en- 
vuelto en una controversia de límites, en la cual no era 
parte, y, como consecuencia, arrastrado al conflicto. Una 
somera exposición de los hechos que efectivamente ocu- 
rrieron, explicará plenamente lo que a primera vista 
aparece un tanto raro. 

Mientras que Bolivia negociaba con Chile respecto a la 
soberanía del desierto de Atacama en el cual habían sido 
encontrados depósitos de nitrato, los diplomáticos chile- 
nos proponían al Gobierno de Bolivia, "que Bolivia re- 
nunciara a sus demandas sobre el territorio en disputa 
hasta el Río Loa, o por lo menos, hasta Mejillones, a 
cambio de una promesa formal por parte de Chile de 
apoyarla de la manera más eficaz para apoderarse por las 
armas de la costa peruana hasta el MorrodeSama"(17°30' 
latitud). Poco tiempo después, en Septiembre 18 de 1872, 
"El Ferrocarril" uno de los principales periódicos de San- 
tiago decía en apoyo de tal idea : "No existe antagonismo 
entre los intereses de Chile y de Bolivia, ni hay contro- 
versia de fronteras entre ellos que pudiera resultar en 
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ventaja para alguna de las partes. Existen, sin embar- 
go, tales cuestiones entre Bolivia y el Perú, y Bolivia 
ganaria adquiriendo la costa peruana; por consiguiente, 
si Bolivia desea mejorar sus límites, debería aliarse a 
nosotros y nó al Perú." De acuerdo con estas imperia- 
listas miras, Chile se había entregado a toda clase de pre- 
parativos bélicos. "Millones de dólares que debieron ha- 
ber sido dedicados al desarrollo de los intereses naciona- 
les, se han invertido en la compra de poderosos cruce- 
ros y destructora artillería" escribía Mr. Osborn, Minis- 
tro Americano en Santiago al Departamento de Estado. 

El Gobierno peruano, conocedor de la insidiosa polí- 
tica de Chile, consideró conveniente, en guarda de la se- 
guridad de la nación y del mantenimiento de la paz en 
el continente, aceptar la propuesta que le hacía Bolivia 
para suscribir un tratado de alianza, según el cual las 
partes se comprometían "a defenderse de toda externa 
agresión", y este tratado fué firmado por los respectivos 
Gobiernos en 1875. El artículo 8**. del pacto estipulaba 
que en caso de agresión las partes acudirían a recursos 
pacíficos de conciliación o arbitraje, antes que tomar 
parte en un conflicto armado. El artículo 10°. estable- 
cía que Bolivia y el Perú "podían invitar a uno o varios 
Estados americanos a adherirse al presente tratado defen- 
sivo de alianza** Fué de conformidad con esta cláusula, que 
el Perú y Bolivia buscaron la adhesión de la República 
Argentina, la cual seguramente se habría obtenido, des- 
pués de la aprobación que la Cámara de Diputados de 
ese país prestó al convenio, si Bolivia hubiera aceptado 
la sugestión del Senado argentino para definir inmediata- 
mente la situación jurídica de Tarija, un territorio situa- 
do en la línea de frontera entre ambos Estados y sobre el 
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cual uno y otro alegaban igualmente título de dominio. 
El señor James hace hincapié en la naturaleza secre- 
ta del tratado, participando así de la vista que es común 
entre los historiadores y diplomáticos de Chile, quienes 
tratan de derivar de este hecho la conclusión de que el 
Gobierno de Santiago fué inducido a ver una amenaza en 
la existencia de aquel pacto, tan celosamente mantenido 
en reserva por las partes contratantes. Prescindiendo 
de la circunstancia de que constituía una práctica de la 
época mantener en secreto todo tratado de alianza, ofen- 
siva o defensiva, se ha probado de modo incontroverti- 
ble que el exacto contenido del tratado fué conocido en 
Chile en 1873, es decir el mismo año en que quedó per- 
feccionado. El escritor chileno, señor A. Blanlot Holley, 
nos ha revelado que el señor Blest Gana entonces Minis- 
tro de Chile en Buenos Aires, suministró al Presidente 
Errazuris Zañartu una copia de ese documento. 

Citando la opinión del Profesor William R. Shepherd, 
el señor James parece que quisiera hacer recaer la res- 
ponsabilidad de la guerra entre el Perú y Chile sobre el 
Gobierno peruano por haber establecido el monopolio del 
salitre en Tarapacá. Se hace difícil comprender cómo el 
doctor Shepherd pudo sostener tan errónea idea en su 
libro "Las Naciones Hispánicas del Nuevo Mundo", cuan- 
do ni aún todos los historiadores chilenos se han atrevi- 
do a mantenerla, y, por el contrario, algunos de ellos se 
han visto obligados a reconocer su falta de fundamento. 
Barros Arana, por ejemplo, en su Historia de la Guerra 
del Pacífico declara que él no participa de la opinión fre- 
cuentemente expresada de que las medidas puestas en 
práctica por la Administración peruana respecto al sali- 
tre, tuvieran por objeto arruinar los intereses chilenos. 
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La nacionalización de la industria del nitrato en Tara- 
pacá fué decretada por el Gobierno del Perú por razones 
de orden puramente económico. Las dos fuentes natura- 
les de nitrógeno que entonces constituían la principal ri- 
queza del Perú, habían sido puestas en diferentes manos : 
los depósitos de guano pertenecían al Gobierno, mien- 
tars que las estacas de salitre eran de propiedad privada. 
Como puede comprenderse fácilmente, esta situación tenía 
que producir más o menos pronto una fuerte concurren- 
cia y como resultado, una disminución sensible en el pre- 
cio de ambos fertilizantes que, a su vez, se reflejaría en 
los ingresos públicos provenientes de la venta del guano. 
Para evitar esta ruinosa competencia entre dos produc- 
tos del suelo nacional, en una época en que la más se- 
vera política económica se había hecho necesaria como 
medio de organizar las finanzas del país, el Gobierno del 
Perú resolvió expropiar las salitreras de Tarapacá, ejer- 
ciendo la potestad que es atributo de todos los Estados 
soberanos. Que esta medida no hirió los derechos legí- 
timos de los explotadores de la industria en general, ni 
de los mineros chilenos en particular, lo revela el hecho 
de que no provocara protestas o reclamos diplomáticos. 
Por otra parte, y juzgando el punto con criterio impar- 
cial, nunca podrá decirse que esta política fué empren- 
dida con el objeto de provocar un conflicto con Chile, 
pues los intereses chilenos en Tarapacá eran muy redu- 
cidos, en comparación con los de los peruanos y otros 
extrangeros. El censo de la región publicado en 1876 
muestra que de una población de 42,002 habitantes en 
Tarapacá, solamente 2,000 eran chilenos o de otras na- 
cionalidades ; y cálculos oficiales revelan que en un total 
de 15,713 estacas de nitratos que producían 18,011.800 
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quintales por año únicamente 2,037 estacas con una pro- 
ducción de 3,943,000 quintales pertenecían a chilenos, lo 
cual les asigna un promedio de no más del 9% sobre el 
total del capital invertido. Igualmente inexacta es la 
aserción del Profesor Shepherd de que el Gobierno pe- 
ruano, vislumbrando los resultados de su política en re- 
lación con la industria del salitre, había decidido cele- 
brar una alianza con Bolivia. Para desvanecer tan gra- 
ve error, basta decir que el mencionado tratado de alian- 
za (Febrero 6 de 1873) que hemos reproducido en extrac- 
to, fué firmado dos años antes del establecimiento del 
monopolio del salitre, creado por ley de 28 de Mayo 
de 1875. 

Finalmente, no es cierto que el Perú alentara a Bo- 
livia en el curso de sus diferencias con Chile. La publica- 
ción recientemente hecha de la correspondencia cam- 
biada entre el Ministerio de Relaciones Exteriores del 
Perú y sus Ministros en la Paz y Buenos Aires, prueba 
concluyentemente que el Perú apoyó con todo empeño 
el tratado de 1874 firmado por Chile y Bolivia con el fin 
de poner término a la disputa de fronteras existente 
entre ambos países ; y que, más tarde, cuando surgieron 
algunas dificultades acerca de la interpretación de ese 
arreglo, el Perú hizo toda clase de esfuerzos para con- 
ducir a Bolivia a una solución pacífica de sus desave- 
nencias con Chile. 

El único y verdadero origen de la guerra que declaró 
Chile contra Perú y Bolivia, cuyas consecuencias han 
sido y son todavía causa de seria inquietud en el conti- 
nente, está sintetizado en el siguiente oficio de Mr. Hul- 
burt, Ministro Americano en Lima, a la Secretaría de 
Estado, el cual dice : 
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"Recorriendo la historia completa de los sucesos, an- 
teriores a las hostilidades y posteriores a la declaración 
de ellas, no puedo dudar de que el propósito, fin y obje- 
tivo de la guerra hecha por Chile al Perú y Bolivia, fué 
en el principio y sigue siendo aún, la violenta adquisi- 
ción de los territorios de nitrato y guano, ambos de Bo- 
livia y el Perú". — (Foreign Relations, 1881, p. 937). 

Carlos Concha. 
New York, Marzo 31, 1922. 



— 63 — 
(TRADUCCIÓN) 

Al Editor de The New York Herald : 

Deseo llamar su atención hacia un error contenido 
en el editorial de su periódico del sábado último, relati- 
vo a la controversia entre el Perú y Chile. Me refiero 
a la afirmación que hace Ud. de que al argumento perua- 
no de que la conquista de Tarapacá debía haber satis- 
fecho las ansias imperialistas de Chile, sin añadir Tacna 
y Arica, el Gobierno chileno había replicado declarando 
"que Chile no tenía la intención de adueñarse de esos te- 
rritorios; que meramente los estaba ocupando bajo los 
términos del tratado hasta que el pueblo mismo decidiera 
en votación si ellos habrían de permanecer con Chile o 
volver al Perú." 

La actitud que Ud. atribuye a Chile puede estar de 
acuerdo con su política de hoy, después de que ha deporta- 
do durante los últimos doce años a la población peruana 
de Tacna y Arica, que estaba llamada a tomar parte en 
el plebiscito. Debe recordarse, sin embargo, que tal no 
fué su actitud durante el período en el cual Chile no con- 
sideró prudente someterse a los términos del tratado, se- 
gún los cuales el plebiscito debió tener lugar el 28 de 
Marzo de 1894. Lejos de eso, en aquella época los es- 
tadistas de Chile fueron suficientemente cínicos para de- 
clarar que el plebiscito era una mera formalidad inventa- 
da para proteger a los negociadores peruanos de su pro- 
pio pueblo, pues la cesión incondicional de Tacna y Arica 
había sido la intención real del Gobierno del Perú fir- 
mante del tratado que puso fin a la guerra. 

Revisando las notas de los Ministros de Relaciones Ex- 
teriores de Chile desde 1905 a 1910, señores Vergara, Pu- 
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ga Borne y Edwards, a la Cancillería peruana, Ud. encon- 
trará ampliamente desarrollada esta original teoría, que 
arroja luz sobre el espíritu que ha inspirado a Chile en 
sus relaciones con el Perú. Por otra parte, es erróneo 
decir que el plebiscito fué pospuesto una y otra vez. La 
realidad es que Chile siempre desestimó las propuestas 
del Perú para llevar adelante el plebiscito sobre bases 
honrables, y que nunca estuvo dispuesto a someter el 
asunto a arbitraje, haciendo así imposible la realización 
de dicho plebiscito. 

Afirmar que el Perú recientemente asumió una actitud 
de provocación hacia Chile es igualmente infundado. Es 
lógico que un país pacífico que continuamente acude al 
albitraje para solucionar sus problemas internacionales 
sea el último en apelar al recurso de las armas. 



Carlos Concha. 



New York, Mayo 4, 1922, 
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